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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	12-11592-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	04-09-12
	CUANTÍA DE LA OBLIGACIÓN PATRONAL, DETERMINADA EN FORMA PRESUNTA


-Artículo 6 del Reglamento para verificar el cumplimiento de las obligaciones patronales y trabajadores independientes de la Caja Costarricense de Seguro Social.

La norma permite que la CCSS determine en forma presunta la cuantía de la obligación, cuando no se lleven libros, no se presenten justificaciones de las operaciones contables, contabilidad irregular, cuando no se permita el ingreso del inspector al Centro de Trabajo, cuando la información sea inexacta o incompleta, etc. Se acusa que se imponen montos abusivos sin debido proceso.

	12-11569-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	03-09-12
	HORARIOS DE KARAOKE EN LA MUNICIPALIDAD DE TIBAS


-Artículo 6 del Reglamento de Espectáculos Públicos de la Municipalidad de Tibás. Acuerdo 78 de la sesión extraordinaria del 17 de marzo del 2008. Publicado en La Gaceta No. 24 del 20 de junio del 2008.

Se cuestionan las limitaciones de horario a la actividad de Karaoke en negocios comerciales. (23:00 horas).

	12-11547-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	03-09-12
	REVOCATORIA DE CONCESIÓN O PERMISO

-Artículo 41 párrafo primero e incisos c) y m) de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. No. 7593. 

Las normas sancionan, entre otras cosas, con la revocatoria de la concesión o permiso ante el incumplimiento de las condiciones generales del contrato, la concesión o el permiso. Se acusa que no existe tipificación de la conducta “incumplimiento”.

	12-11721-0007-CO
Consulta Legislativa

	06-09-12
	RECONOCIMIENTO DE LOS HABITANTES DEL CARIBE SUR

-Proyecto de Ley de Reconocimiento de los habitantes del Caribe Sur. Expediente Legislativo 18.207. Sobre el problema de tenencia de tierra.

	12-11749-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	06-09-12
	TRASPASO DE PENSIÓN PARA HERMANOS INVÁLIDOS

-Artículo 16 párrafo final del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS. 

La norma señala que en ausencia de esposa, hijos u otro, tienen derecho al traspaso de la pensión el hermano que a la hora de fallecer el causante, dependían económicamente de él. Se indica que en el caso de un hermano inválido, se supedita a que no disfrute pensión por invalidez o cualquier otro régimen estatal contributivo. En el caso de la Pensión del Régimen no Contributivo, se le concederá la de mayor monto.

	12-11881-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	10-09-12
	REGULACIONES EN MATERIA DE LICORES

-Ley de Regulación y Comercialización de Bebidas con contenido Alcohólico. No. 9047 del 14-06-2012

Se acusa que la Ley delega en las municipalidades la posibilidad de reglamentarla, lo que a juicio del accionante crea inseguridad jurídica.

	12-11889-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	10-09-12
	REBAJO DE PUNTOS EN LA LICENCIA A CHOFERES

-Artículo 72 bis inciso d) en relación al artículo 132 inciso ñ) de la Ley de Tránsito

Se acusa que se le rebajan puntos a la licencia a los choferes de buses y por esa razón no pudo renovar su licencia de conducir.

	12-11936-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	11-09-12
	IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS

-Artículo 7 de la Ley de Impuestos sobre Personas Jurídicas. No. 9024

La norma señala que el impuesto creado en esa Ley, no tiene carácter de gasto deducible para efectos de la determinación del impuesto sobre la renta, lo que a juicio del accionante es un doble impuesto.

	12-11973-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	12-09-12
	REQUISITOS PARA SALIDA DEL PAÍS A DEUDORES ALIMENTARIOS

-Artículo 14 de la Ley de Pensiones Alimentarias

La norma señala que ningún deudor de alimentos obligado a pagar pensión alimentaria, podrá salir del país, salvo que la parte actora lo hubiere autorizado en forma expresa o si hubiere garantizado el pago de, por lo menos, doce mensualidades de cuota alimentaria, el aguinaldo y la totalidad del salario escolar. El accionante considera que la norma es violatoria de la libertad de tránsito, en los casos en que se pude demostrar que la salida es por motivos de trabajo y que se ha sido puntual en el pago de la obligación. 


	12-11986-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	12-09-12
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA

-Jurisprudencia de la Sala Segunda, particularmente la sentencia 466-12, sobre la condenatoria de costas personales, la cual, se hizo sin fundamento.

	12-12042-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	13-09-12
	RÉGIMEN DE SANCIONES PARA ABOGADOS EXTERNOS DEL BPDC


-Artículo 5 inciso 1), artículo 8 párrafos 1, 2 y 3; artículo 39 inciso a) y artículos 40 y 42 párrafo 2) del Reglamento de Contratación de Abogados Externos para el Cobro Judicial y Servicios Notariales del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. 

Se cuestiona el régimen sancionatorio establecido a través del Reglamento impugnado, pues se imponen penas perpetuas y no tienen fundamento alguno en la ley.

	12-12075-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	14-09-12
	FIJACIÓN DE TARIFAS PARA LA COMPRA DE ENERGÍA ELÉCTRICA

-Decreto Ejecutivo No. 37124-MINAET. Reglamento al Capítulo I de la Ley No. 7200, que autoriza la Generación Eléctrica Autónoma o Paralela del 19 de marzo del 2012. Publicado en el Alcance No. 72 del 05 de junio del 2012.

-Reglamento de Procedimiento para la selección de proyectos de generación para venta de electricidad del ICE. Ley No. 7200. Publicado en La Gaceta No. 71 del 12 de abril del 2012-09-14

Se acusa que las normas impugnadas eliminan la competencia de ARESEP para la fijación de tarifas para la compra de energía eléctrica y las traspasan al ICE.  

	12-12152-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	17-09-12
	JURISPRUDENCIA DE FAMILIA

-Jurisprudencia del Tribunal de Familia del Primer Circuito Judicial de San José. 

Se considera que interpreta restrictivamente el artículo 41 del Código de Familia y desaplica el artículo 27 de la Ley de Cobro Judicial número 8624, publicada el 20 de noviembre del 2007. La jurisprudencia establece que una vez efectuado el remate en materia de familia, aunque sea el propio acreedor quien se adjudica el bien, este debe reintegrar el 50% del monto de lo adjudicado, en dinero efectivo, caso contrario se declara insubsistente el remate, pese a que el bien fue adjudicado, por el propio acreedor.

	12-12171-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	17-09-12
	REGULACIONES EN MATERIA DE LICORES

-Ley de Regulación y Comercialización de Bebidas con contenido Alcohólico. No. 9047 del 14-06-2012

Se acusa que se dio un quebranto del procedimiento legislativo. Que la ley lesiona los principios de seguridad jurídica, libertad de comercio, de trabajo, razonabilidad, proporcionalidad, entre otros. 

	12-12297-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	17-09-12
	SANCIONES POR INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES PATRONALES CON EL INS

-Norma Técnica de Seguro de Riesgos del Trabajo, emitidas por el Instituto Nacional de Seguros y publicadas en el Alcance No. 31 de la Gaceta 207 del 29-10-2007.
-Norma Técnica de Seguro de Riesgos del Trabajo, emitidas por el Instituto Nacional de Seguros y vigente desde el 08 de diciembre del 2009.

Las normas se impugnan en cuanto establecen que solo  para las empresas dedicadas a la rama económica de la construcción, las primas del seguro de riesgos del  trabajo se fijan a través de una estimación de la totalidad del valor de la mano de obra que se utilizará dentro de un periodo determinado del seguro que se declarará al inicio del mismo, tomando como base las proyecciones de los pagos salariales de la empresa en los proyectos que pretende ejecutar dentro de ese mismo periodo y multiplicando el resultado de la estimación por la tarifa correspondiente y no sobre la base de las planillas reportadas. Estima que como resultado se obtiene un cobro desproporcionado, irrazonable y discriminatorio. Además, las normas no tienen rango de ley, por lo que no pueden establecer sanciones, ni limitar derechos fundamentales. Aseguran que hay un sistema de doble imposición. Solicita que se acumule a la acción de inconstitucionalidad número 11-1484.

	12-12310-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	19-09-12
	COMISO

-Artículos 106 incisos 2) y 3); 110 y 62 del Código Penal, en concordancia con el artículo 40 del Código Contencioso Administrativo. 

Se acusa que el comiso como sanción civil en sede penal, no tiene todas las garantías de apelación del fallo, lo que consideran lesiona el derecho de defensa.

	12-12325-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	19-09-12
	DERECHOS DE AUTOR

-Decreto Ejecutivo No. 86014-MP-COMEX-J. Publicado en La Gaceta del 16 de junio del 2011.

Se acusa que por vía decreto se hace renunciar a las entidades de radiodifusión, sobre sus transmisiones y retransmisiones. Afirma que los dueños de locales deben solicitar permiso a los productores de fonogramas para que sus clientes escuchen música que proviene de la radio o televisión. Señala el accionante que estas y otras irregularidades se dan con el decreto impugnado.

	12-12390-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	20-09-12
	ACUERDO DE INVERSIONES CON QATAR

-Acuerdo entre el estado de Qatar y el Gobierno de la República de Costa Rica para la promoción y protección recíproca de inversiones. Expediente Legislativo No. 17.720

	12-12381-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	20-09-12
	SANCIONES A NOTARIOS EN EL BANCO CRÉDITO AGRÍCOLA DE CARTAGO

-Artículo 24 y 26 inciso a) párrafo 4) y 27 y 28 último párrafo del Reglamento de Cobro Judicial. 
-Artículo 19 último párrafo y 20 incisos e) y f) y último párrafo del Reglamento de Servicios Notariales del Banco Crédito Agrícola de Cartago. 

Se acusa que se establece un régimen de sanciones contra notarios mediante un Reglamento.

	12-12452-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	21-09-12
	MULTA POR NO PORTAR DISPOSITIVOS PARA MENORES DE EDAD

-Artículo 130 inciso  d) en relación con el 80 de la Ley de Tránsito vigente. No. 7331 

Se impugna la multa por no llevar dispositivos de seguridad para menores de edad.

	12-12455-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	21-09-12
	MULTA POR NO PORTAR IMPLEMENTOS DE VEHÍCULOS

-Artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado n) de la Ley de Tránsito vigente. No. 7331 

Se impugna la multa por no portar implementos para el cambio de llantas y no tener el juego de cables de batería.

	12-12457-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	21-09-12
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE ASOCIACIONES SOLIDARISTAS

-La jurisprudencia de la Sala Segunda sostiene, entre otros aspectos, que lo que los recursos del aporte patronal se administran en cuentas individuales y los rendimientos corresponden a cada cuenta, que no es patrimonio de la Asociación y por ende, todo se debe repartir entre los asociados, dejando a estas entidades sin patrimonio propio. Se citan las sentencias 373-02, 90-05-721-05 y 1068-09.

	12-12517-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	24-09-12
	REMISIÓN A UN NUEVO JUICIO

-Artículo 416 párrafo primero del Código Procesal Penal. 

La norma señala que “el tribunal rechazará la gestión o anulará la sentencia. Si la anula, remitirá a nuevo juicio cuando el caso lo requiera o pronunciará directamente la sentencia que corresponda en derecho”

Se acusa que la frase “cuando el caso lo requiera” es contraria al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, por cuanto nunca podría remitirse a un nuevo juicio para dilucidar la existencia de los hechos imputados ni la culpabilidad del acusado, ya que esto implica juzgar y ocasionalmente sancionar de nuevo a una persona por un delito por el que ya existió sentencia condenatoria firme.

	12-12513-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	24-09-12
	INDEMNIZACIÓN EN CASO DE BIENES ADQUIRIDOS POR USUCAPIÓN

-Artículo 7 inciso b) de la Ley de Caminos
-Artículo 19 incisos a) y b) de la Ley de Informaciones Posesorias

Las normas impugnadas permiten que un bien adquirido por usucapión e inscrito a nombre de un particular por el trámite de información posesoria y, con independencia de la forma en que esa propiedad fue inscrita, permiten que se le prive de una franja de terreno importante, sin previa indemnización. 

	12-12657-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	26-09-12
	PROCESO DE FILIACIÓN

-Artículo 98 del Código de Familia, adicionado mediante artículo 4 de la Ley de Paternidad Responsable. No. 8101

La norma establece las reglas para el proceso especial de filiación. Se acusa que contraviene tanto la Constitución Política como los convenios internacionales de protección superior del menor, pues no se valora el interés del menor, para decidir sobre su filiación y su posterior inscripción registral.

	12-12714-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	27-09-12
	MULTA POR PRESTAR SERVICIOS SIN PERMISOS

-Artículo 130 inciso c) en relación con el artículo 98 incisos a) y b), numeral 1 y artículo 113 de la Ley de Tránsito.

Las normas imponen una multa a las personas que presten servicio público sin estar autorizadas, las cuales a juicio del accionante son desproporcionadas e irrazonables. 

	12-12719-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	28-09-12
	SANCIONES EN CONTRATACIONES ADMINISTRATIVAS EN EL ICE

-Artículos 107, 108 y 109 del Reglamento Interno de Contratación Administrativa del Instituto Costarricense de Electricidad. Emitido por el Consejo Directivo del ICE, según acuerdo del artículo 5 inciso a) de la sesión número 5931 del 02 de diciembre del 2010. Publicado en la Gaceta No. 6 del 10-01-2011.

-Artículo 41 del Decreto Ejecutivo No. 35148-MINAET. Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones. 

Se acusa que las normas establecen que las multas y cláusulas penales en los procesos de contratación administrativa, se aplicarán automáticamente sin que a las partes se les de debido proceso, el derecho de propiedad, la libertad de comercio, entre otros.

	12-12773-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	28-09-12
	INTERÉS PARA APELAR

-Artículo 561 párrafo segundo del Código Procesal Civil

Si apelare un tercero, el juez concederá audiencia por veinticuatro horas a las partes, dentro de la cual cualquiera de ellas podrá pedir que el tercero garantice, a satisfacción del juez, la indemnización a que puede haber lugar, para el caso de que la resolución fuere confirmada; si mediara solicitud en ese sentido, el juez ordenará la prestación de la garantía dentro de tres días; si no se rindiere, el recurso no será admisible. La resolución en la que se ordene la prestación de la garantía no tendrá recurso alguno. Si se rindiere la garantía y no se obtuviere la revocatoria o modificación de la resolución recurrida, se hará efectiva dicha garantía a favor de quien la hubiere pedido. 
Podrá recurrir, en nombre de la parte, el abogado que no tenga poder, y que le hubiere autenticado algún escrito en el proceso, si en el mismo escrito afirmare que esa parte se halla ausente o imposibilitada de firmar.
En ese caso, el recurso se tendrá por legalmente interpuesto, si el cliente ratificare la apelación dentro de tercero día, después de que aquél en que fue presentada.
Se acusa que la norma lesiona el principio de justicia pronta y cumplida, que se garantiza en el artículo 41 de la Constitución Política, en tanto le impide a quien no deposite, acceder a la justicia y el requisito, sólo se le impone a una de las partes.


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	08-008050-0007-CO

Voto 2012-12642
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones. Estése el promovente a lo resuelto en la sentencia número 2011006707 de las 16:02 hrs. de 24 de mayo de 2011. Archívese el expediente.-


	10-005581-0007-CO

Voto 2012-12645
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 95 de la Ley No.7788 del 30 abril de1988. Ley  de Biodiversidad. . Se declara sin lugar la acción. 



	11-010081-0007-CO

Voto 2012-12647
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 145, 146, 147 y el  párrafo segundo incisos 1) y 2) del Articulo 149  del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.



	11-013599-0007-CO

Voto 2012-12649
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Articulo 130 Inciso D) De La Ley General De Transito Por Vías Pública Y Terrestres Ley 7331. Se declara SIN LUGAR la acción. 



	11-014024-0007-CO

Voto 2012-12650
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 953 del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada salva el voto y ordena darle curso a la acción. 



	12-007935-0007-CO

Voto 2012-12661
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 211 Y 213 Ley General De Aduanas. Se rechaza de plano la acción.



	12-008722-0007-CO

Voto 2012-12664
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 133 Inciso E), En Relación Con El Artículo 101 Inciso F), En Concordancia Con El Artículo 71 Bis Inciso E), De La Ley De Tránsito Por Vías Terrestres, Número 7331. Se rechaza por el fondo la acción interpuesta únicamente, en cuanto a la desproporcionalidad del monto impuesto por la infracción al artículo 133 inciso e), en relación con el artículo 101 inciso f) de la Ley de Tránsito por Vías Terrestres, Número 7331. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 12-006360-007-CO se tramita ante esta Sala, en relación con la desproporcionalidad del rebajo de puntos dispuesto en el artículo 71 bis inciso e), de la referida ley, para que allí se continúe con el trámite correspondiente. 



	12-008798-0007-CO

Voto 2012-12665
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Art.133 II Ley De Tránsito Por Vías Terrestres. Se rechaza de plano la acción. 



	12-009917-0007-CO

Voto 2012-12670
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Ley De Regulación Y Comercialización Con Contenido Alcohólico Nº 9047. Se rechaza de plano la acción. 



	12-010536-0007-CO

Voto 2012-12673
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Articulo 131 Inciso F Ley De Transito. Se rechaza de plano la acción. 



	12-010996-0007-CO

Voto 2012-12679
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso II en relación con el 126 de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.



	12-011312-0007-CO

Voto 2012-12689
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra la Norma General Contenida En El Oficio Nº DGT-1446-06 De La Dirección General De Tributación. Se rechaza de plano la acción. 



	12-011370-0007-CO

Voto 2012-12692
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 23 al 26 y 28 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. Se rechaza de plano la acción. 



	12-011420-0007-CO

Voto 2012-12695
	12-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 16 De La Ley 4760. Se rechaza por el fondo la acción. 



	07-013975-0007-CO

Voto 2012-12716
	12-09-12
	A las dieciséis horas con un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto 33957-MINAE-MAG. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula el artículo 2° del Decreto Ejecutivo No. 33957-MINAE-MAG. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe las situaciones jurídicas consolidadas. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese al Poder Ejecutivo para lo de su cargo. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar la acción.-

 


	12-006172-0007-CO

Voto 2012-12717
	12-09-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 242 del Código de Familia y la ley 7532 l8 de agosto 1995.Se Adiciona la sentencia número 2012-11933 de las16:15 horas del29 de agosto de2012, en el sentido de que la gestión de recusación planteada por el accionante resulta improcedente. 



	12-008890-0007-CO

Voto 2012-12718
	12-09-12
	A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 147 del Código Notarial. Se deniega Trámite a la acción. 



	12-011721-0007-CO

Voto 2012-13367
	21-09-12
	A las once horas con treinta   y   tres minutos.  Consulta  legislativa en   lo referente  a  Expediente  Legislativo  18.207  Ley  de  Reconocimiento  de  los de  lo  habitantes  del  Caribe  Sur.  Se  evacua  la  consulta  en  el  sentido que  el   Proyecto de Ley   denominado:   "Ley   de   reconocimiento   de   los derechos   de   los   habitantes   del   caribe   sur",   expediente   legislativo número 18.207,  es  inconstitucional  por  violación  al  artículo  50  de  la Constitución   Política,   toda   vez   que   se   sustenta  en   un   estudio incompleto   porque   no   determina  técnica   y  científicamente   cuál   es   el impacto  real  sobre  el  ambiente, vicio  que  es  de  carácter  esencial  del procedimiento  legislativo.  Notifíquese esta  sentencia  al  Directorio  de la Asamblea  Legislativa y  a  las   y   los   diputados   consultantes. Comuníquese.-



	10-008015-0007-CO

Voto 2012-13625
	26-09-12
	A   las   catorce  horas    con   treinta minutos.   Acción  de   inconstitucionalidad contra el Artículo  93  del  Código  de  Normas  y  Procedimientos  Tributarios.. Se  declara  SIN  LUGAR  la  acción. 



	10-015076-0007-CO

Voto 2012-13626
	26-09-12
	A  las  catorce     horas    con   treinta minutos.    Acción  de  inconstitucionalidad contra el  Artículo 37  De  La  Ley De   Penalización   De   La   Violencia   Contra   Las   Mujeres.   Se   declara   sin lugar  la  acción  interpuesta.



	11-011030-0007-CO

Voto 2012-13627
	26-09-12
	A   las   catorce     horas    con   treinta minutos. Acción   de   inconstitucionalidad contra el  Articulo 288  Del Código Electoral.  Se  declara  sin  lugar  la  acción.-



	11-014669-0007-CO

Voto 2012-13629
	26-09-12
	A   las   catorce     horas    con   treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad contra  Desconocido.  Se  rechaza  de  plano  la  acción. 



	12-005048-0007-CO

Voto 2012-13631
	26-09-12
	A   las   catorce     horas    con   treinta minutos.  Acción   de    inconstitucionalidad contra el   Decreto Ejecutivo   Nº 8979   del 28-08-1978   y   el   Decreto   Ejecutivo   Nº 9469   del 18-12-1978  "reglamento    para    verificar    el cumplimiento  de  las obligaciones  patronales  y  de  Trabajadores  Independientes".  Se  rechaza de  plano  la  acción. 



	12-011749-0007-CO

Voto 2012-13637
	26-09-12
	A   las   catorce     horas    con   treinta minutos.  Acción   de   inconstitucionalidad contra el párrafo  Final  Del  Articulo  16  Del  Reglamento  Del  Seguro De  Invalidez  Vejez  Y  Muerte..  Se  rechaza  de  plano  la  acción. 



	12-012310-0007-CO

Voto 2012-13650
	26-09-12
	A las catorce horas con treinta minutos.  Acción  de inconstitucionalidad contra el Art.106, Incisos       2 y 3   Y   Art.110,  Ambos   del   Código   Penal   Y   Art. 62  en concordancia con el artículo 40  Del  Código Contencioso  Administrativo.  Se rechaza  de  plano  la  acción.



	10-014131-0007-CO

Voto 2012-13655
	26-09-12
	A  las  dieciséis    horas  con  diez  minutos. Acción  de  inconstitucionalidad contra -jurisprudencia   del   Tribunal  de   Casación   Penal   del  Segundo Circuito  Judicial   de   San  José  y   del   Juzgado   Penal de   Osa,   en   el sentido  de   que se   le   nombra  al  imputado otro   defensor,   cuando   su abogado personal,  por  múltiples ocupaciones   no   asiste   al   debate. Se rechaza   de   plano  la   acción. La  Magistrada  Calzada   salva   el   voto y continúa  con  el  trámite  de  la  acción.-



	12-011019-0007-CO

Voto 2012-13656
	26-09-12
	A las dieciséis horas con   treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad  Ley De  Tránsito.  Se  deniega  el  trámite  a  esta  acción. 



	12-008396-0007-CO

Voto 2012-13657
	26-09-12
	A  las  dieciséis horas  con  treinta  y  un minutos.   Acción  de  inconstitucionalidad contra  el Artículo 11 del Reglamento de Prestación de   Servicios  de Acueductos y Alcantarillados.  Se  deniega  el  trámite  a  esta  acción. 




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	12-008306-0007-CO


	Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso d) de la Ley de Trásito N° 7331 del 13 de abril de 1993.

Resolución de las 11:03 del 16 de agosto del 2012

Boletín judicial 173, 174, 175 del 07, 10 y 11 de setiembre del 2012.
	MULTA AL CONDUCTOR DE TAXI POR ABUSOS EN EL COBRO DE TARIFA

El accionante estima que la multa contenida en la disposición normativa impugnada del 75% del salario base mensual correspondiente a un “Auxiliar Administrativo I del Poder Judicial”, es desproporcionada e irrazonable en relación con los ingresos de la mayoría de los costarricenses. Considera que la norma violenta el principio de igualdad jurídica contenido en el artículo 33 de la Constitución Política, ya que al comparar los salarios establecidos como mínimos por la Tabla de Salarios  Mínimos para el Sector Privado, se tiene que un gran volumen de la población nacional obtiene un ingreso mucho menor al establecido como base para la multa impuesta, la cual desconoce la realidad socioeconómica del país. Estima que la conducta sancionada es de peligro, más no de resultado sobre la integridad de terceros, por lo que la norma carece de coherencia al compararse con otras conductas más lesivas y con menor sanción. 


	12-006278-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 40 inciso a) y 59 párrafo segundo, ambos de la Ley N°7969 Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la modalidad de Taxi.

Resolución de las 10:40 horas del 07 de agosto del 2012
Boletín judicial 175, 176, 177 del 11, 12 y 13 de setiembre del 2012.
	CONCESIONES DE TAXI. SANCIONES

La norma se impugna en cuanto el accionante considera que lesiona el principio de tipicidad de las sanciones administrativas, consagrado en el artículo 39 de la Carta Magna, en relación con el numeral 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en cuanto no tipifica adecuadamente las causales de cancelación administrativa de la concesión, sino que se limita a indicar, de manera genérica, que cualquier incumplimiento, por parte del concesionario, de las obligaciones contenidas en esa ley, su reglamento, el contrato o leyes y reglamentos conexos, configura una causal de cancelación de la respectiva concesión. Agrega que el inciso a) del artículo 40 de la Ley 7969 es una norma sancionatoria en blanco o incompleta en la que la conducta sancionada no se encuentra exhaustivamente prevista en ella, debiendo, en consecuencia, acudirse para su integración a otra norma distinta. Aunque el reenvío normativo es expreso, no está justificado en razón del bien jurídico protegido por la norma sancionadora. Alega que la norma impugnada tampoco contiene el núcleo esencial de la prohibición, de manera que no se le da suficiente concreción a la sanción porque la conducta calificada como objeto de la sanción no está precisada del todo con el complemento indispensable de la norma a la que se remite. El accionante manifiesta también la violación al principio de seguridad jurídica, en  cuanto a que los ciudadanos tienen derecho a conocer de forma precisa cuáles conductas pueden ser objeto de sanción. Asimismo señala la violación del principio de proporcionalidad, en tanto a que la sanción debe ser proporcional al fin público que persigue la norma, y que no todas las faltas deben ser sancionadas de manera igualitaria, remite a la jurisprudencia de esta Sala con respecto a la Ley de Tránsito. Con respecto a la inconstitucionalidad del segundo párrafo del artículo 59 de la Ley 7969, el accionante señala que también viola el principio de tipicidad en materia sancionatoria por no establecer la conducta objeto de la sanción;  viola el principio de seguridad jurídica porque el concesionario desconoce cuáles eventuales incumplimientos pueden dar lugar a la sanción; y viola el principio de proporcionalidad, en tanto a que la norma no especifica cuáles conductas pueden dar lugar a la cancelación de la concesión, siendo que por una conducta leve se cancele la concesión.

	12-007093-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra la frase "sin efectuarse nueva inscripción" del artículo 11 de la Ley 6723, Ley del Registro y Archivos Judiciales, del 10 de marzo de 1982.

Resolución de las 13:18 horas del 31 de julio del 2012.

Boletín judicial 175, 176, 177 del 11, 12 y 13 de setiembre del 2012.
	ANOTACIÓN DE ANTECEDENTES PENALES
Manifiesta el accionante que la frase impugnada contraviene lo dicho en la parte inicial del mismo artículo, ya que desvirtúa los principios de un Estado de Derecho Garantista al condicionar la eliminación de los antecedentes penales, creando incertidumbre y afectando la integridad, credibilidad social, entereza, acceso al trabajo digno, derecho a la buena imagen social, a no ser víctima de la desproporcionalidad legal, entre otros. Señala que conforme con los principios del Código Penal, nadie debe ser sometido a llevar la carga de un señalamiento social más allá de los términos adecuados y proporcionales. Manifiesta que la anotación de un antecedente pierde individualidad al depender de factores externos para subsistir, lo cual contraviene la prohibición de penas perpetuas garantizada constitucionalmente. Argumenta que el principio de proporcionalidad y justicia, de los artículos 34 y 40 de la Constitución Política, es quebrantado por mantenerse el registro delictivo previo con nuevos delitos aunque estos sean menores, hecho que elimina la posibilidad de que una persona se reintegre a la sociedad. El accionante manifiesta que en su caso se mantienen registros desde 1991, 1994 y 1999, ocasionando que se le etiquete como una persona peligrosa. Establece que la frase impugnada es ambigua e inconstitucional por contravenir lo establecido en la Constitución Política en el artículo 33, pues llegado el término de 10 años el individuo debería regresar a una situación de igualdad frente al resto de la sociedad. Señala que la frase aplica la retroactividad prohibida en el artículo 34 constitucional, por ser contraria al beneficio del afectado, al 40 constitucional por ser contraria a la prohibición de penas perpetuas, al artículo 56 por limitar el derecho a un trabajo digno. Solicita que se declare la inconstitucionalidad de la frase "… sin efectuarse nueva inscripción" del artículo 11 de la Ley número 6723, que se dimensionen los efectos sobre los registros judiciales mantenidos a la vista por más de 10 años y que se establezca dicho término como único límite.


	12-003454-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidadcontra el artículo 242 de la LEY GENERAL DE ADUANAS.

Resolución de las 16:38 horas del 01 de agosto del 2012

Boletín judicial 175, 176, 177 del 11, 12 y 13 de setiembre del 2012.
	SANCIONES ADUANERAS

En este caso, se solicita que se declare la inconstitucionalidad del artículo 242 de la Ley General de Aduanas resaltando que la multa impuesta es equivalente al valor aduanero de las mercancías, en lugar de considerar el “perjuicio fiscal” o establecer un parámetro con fundamento en salarios base. Manifiesta que dicha multa incurre en la violación de los principios constitucionales de proporcionalidad, razonabilidad, igualdad y no confiscatoriedad. Argumenta que en el artículo impugnado la sanción establecida es una multa equivalente al valor aduanero de las mercancías, no estableciendo la posibilidad de contar con parámetros claros y precisos para la aplicación de la sanción, siendo esta sanción fija no existiendo un margen de escogencia para la Administración Aduanera para que esta atienda a las circunstancias del hecho concreto que se pretende sancionar. Menciona el artículo 233 de la Ley General de Aduanas no como criterio de graduación de penas, sino como disminución de la sanción ante reparaciones voluntarias. Señala que en materia aduanera debe tenerse en cuenta que la sanción se relaciona con la actuación del sujeto activo de la infracción, y la sanción impuesta presupone una valoración razonable y proporcional entre el hecho cometido, la afectación del bien jurídico y la sanción con la que se pretende castigar la actividad ilícita. Menciona que en el caso particular la declaración fue correcta y el error se dio en la clase tributaria, situación que no es contemplada en el artículo impugnado. Manifiesta que el legislador omitió cumplir la exigencia de crear leyes garantistas de derechos fundamentales y debe fijar parámetros en cuanto al monto de la pena a imponer y motivos de atenuación o agravación de la misma, y la Administración debe adecuarla a su actuación, ya que es esta quien individualiza la pena. El accionante alega que la Administración Aduanera no puede individualizar la pena por el valor fijo de la sanción y dependiendo del valor aduanero de la mercancía puede tratarse de una norma confiscatoria. Considera que la norma impugnada es confiscatoria y desproporcional, y argumenta que al no contar con graduaciones en atención a las circunstancias de los particulares, se violenta el principio de igualdad. Asimismo menciona que se le violenta el artículo 45 constitucional y su capacidad económica. Menciona que dentro del procedimiento sancionatorio deben aplicarse en sede administrativa ciertos principios del Derecho Penal, incluido el principio de proporcionalidad de sanciones y su derivado el principio de proporcionalidad de penas. 



	12-009094-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el inciso 25 del artículo 236 de la Ley General de Aduanas.

Resolución de las 15:53 horas del 30 de julio del 2012

Boletín judicial 175, 176, 177 del 11, 12 y 13 de setiembre del 2012.
	MULTA POR PERJUICIO FISCAL EN DECLARACIÓN ADUANERA

La norma se impugna en cuanto estima que es desproporcionada e irrazonable, ya que establece como sanción una multa fija de 500 pesos centroamericanos, o sea $500, sin considerar la diferencia de impuestos  de la vulneración acusada y el monto de la multa propiamente. Indica que el monto establecido y aprobado por los legisladores sin mayor análisis, es descomunal y exagerado. Refiere que al menos el Código de Normas y Procedimientos Tributarios fija una multa porcentual de 25% sobre la diferencia de los impuestos que debieron pagarse, sin embargo, aquí se dispone un monto fijo, aunque en su caso hayan sido diferencias por 14.017,23 colones y de 3.005,80, colones, por las cuales según la norma impugnada debe pagar 500.000 colones por las dos.

	11-05826-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 34 del Reglamento de Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social.
Resolución de las 10:21 horas del 08 de junio del 2011
Boletín judicial 175, 176, 177 del 11, 12 y 13 de setiembre del 2012.
	LIMITE DE SUBSIDIO POR INCAPACIDADES DE LA CCSS

-Artículo 34 del Reglamento de Seguro de Salud

La norma impugnada señala que tendrá derecho al pago de subsidios por incapacidad, el trabajador activo que haya cotizado el mes anterior y además haya aportado 6 cuotas mensuales dentro de los 12 meses anteriores a la fecha de inicio de la incapacidad. Los subsidios por incapacidad se pagarán hasta por un máximo de 52 semanas. No obstante, si el asegurado ha cotizado con 8 cuotas mensuales dentro de los 12 meses anteriores a la fecha de la incapacidad, podría prorrogar el pago de subsidios hasta por 26 semanas adicionales en los términos que establece el Reglamento para el otorgamiento de incapacidades. 



	12-005231-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, relativa a la INTERPRETACIÓN RESTRICTIVA DEL CAPITULO III DE LA LEY DE NOTIFICACIONES Y DEMÁS ARTÍCULOS RELACIONADOS CON EL SEÑALAMIENTO DE MEDIO PARA RECIBIR NOTIFICACIONES.

Resolución de las 15:39 horas del 22 de agosto del 2012.
Boletín judicial 183, 184, 185 del 21, 24 y 25 de setiembre del 2012.
	JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO SOBRE LEY DE NOTIFICACIONES

La jurisprudencia se impugna en cuanto resulta una interpretación restrictiva de normas procesales relativas a derechos fundamentales, lo cual es inconstitucional y, además, antepone los intereses del juzgador, frente a principios de servicio público, eficiencia y satisfacción de la necesidad social, amén de los derechos y principios fundamentales de los administrados, tutelados por la Constitución y los Tratados Internacionales. Señala tres resoluciones del Tribunal Contencioso Administrativo en las cuales se evidencia ese criterio, que son las sentencias 121-2006 de las 10:15 horas del 31 de marzo de 2006, 45-2008 de las 11:00 horas del 4 de julio de 2008 y 56-2012 de las 14:00 horas del 13 de abril de 2012. Manifiestan los accionantes que la resolución de primera instancia le fue notificada en forma automática porque se realizaron 5 intentos al medio principal, sin embargo no se agotó el medio supletorio señalado, que era un correo electrónico, causándole un enorme perjuicio a su representado a pesar de que el artículo 36 de la Ley de Notificaciones señala que para que se tenga por automática la notificación, se debe agotar el medio accesorio, y que el artículo 35 del mismo cuerpo legal manifiesta que si ambos medios tienen carácter nacional valen para segunda instancia y casación, e interpuso recurso de nulidad absoluta en contra de dicha notificación. Indican que el tema a debatir es si el artículo 36 de la Ley de Notificaciones debe interpretarse en el sentido de que si el medio supletorio se ofrece estando el expediente en segunda instancia, solo vale para esta o para todas las instancias. Los accionantes señalan que los tribunales de justicia han interpretado de forma restrictiva la normativa sobre el señalamiento de medio de notificación, en razón a la obligatoriedad de las partes de señalar un medio para recibir notificaciones en cada instancia, haciendo clasificaciones donde la ley no las realiza. Y que dicha interpretación es contraria a normas procesales, el derecho al debido proceso y el espíritu de la ley. Para lo que refieren también a los votos 1833-2011, 121-2006, 446-2011, 1118-2011, 1833-2011 del Tribunal Contencioso y el  623-A-S1-2009 de la Sala Primera, 59-2001 y 213-2011 del Tribunal de Familia, el 363-2009 del Tribunal Segundo Civil y 310-1999 de la Sala Segunda. Manifiestan que el artículo 6 de la Ley de Notificaciones, Citaciones y otras Comunicaciones Judiciales indica la obligación de las partes de señalar medio de notificación, sin embargo, el artículo 3 de la antigua Ley de Notificaciones Judiciales indicaba que dicho señalamiento sería válido para segunda instancia y casación. Argumentan que lo anterior obliga a los despachos a actualizar señalamientos de medios presentados en las carátulas de los expedientes, y no a los usuarios a volver a señalar un medio adicional nuevamente cuando el proceso cambia de instancia. Consideran los accionantes que dicha interpretación es restrictiva y evita la transmisión efectiva de las comunicaciones judiciales, siendo violatorio del  debido proceso, de la sana critica y el artículo 41 de la Constitución Política al restringir la justicia valiéndose de aspectos procesales para fallar en contra de un ciudadano que ha señalado medio de notificación de manera expresa en un mismo proceso.  Manifiestan que la Ley de Notificaciones tiene un carácter especial en el debido proceso porque trata de poner en conocimiento de las partes las resoluciones judiciales, remite al voto 04643 de esta Sala, y que su naturaleza es la de poner en conocimiento al usuario de la justicia, en forma efectiva, breve y que respete la seguridad jurídica y debido proceso, de cualquier noticia relacionada con el proceso el cual interesa al usuario. Indican que el juez es director del proceso y que sus acciones constituyen el punto de partida de toda actividad procesal, siendo que la interpretación impugnada viola los artículos 3, 96 al 99, 155, 418, 419 del Código Procesal Civil y 11, 33, 41 de la Constitución Política, por lo que concluye que el Juez se encuentra obligado por el principio de legalidad de notificar a un medio supletorio antes de dar por notificada la parte de forma automática. 


	12-010882-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra la Directriz denominada “Modificación de Directriz número 1” emitida el trece de febrero del dos mil doce por el Ministerio de Seguridad Pública, punto 7).

Resolución de las 11:53 horas del 23 de agosto del 2012
Boletín judicial 183, 184, 185 del 21, 24 y 25 de setiembre del 2012.
	REQUISITOS PARA OTORGAMIENTO DE PERMISOS DE PORTACIÓN DE ARMAS

La directriz se impugna en dicho punto, en cuanto se deniega la inscripción y portación de armas de fuego a las personas con antecedentes policiales por los delitos contra la propiedad, violencia doméstica, delitos contra la vida, delitos contra la libertad e infracción a la Ley de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas y actividades conexas.



	12-000160-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 195, inciso 1, del Código Procesal Contencioso Administrativo y la jurisprudencia de los Tribunales Contenciosos Administrativos respecto a la liquidación de costas personales a favor del Estado.

Resolución de las 16:23 horas del 20 de agosto del 2012.

Boletín judicial 183, 184, 185 del 21, 24 y 25 de setiembre del 2012.
	CONDENA EN COSTAS EN CASO DE LOS ABOGADOS DEL ESTADO

La norma se impugna en cuanto la regla general y el objetivo de la condenatoria en costas a favor de la parte vencedora, consiste en retribuir a este el dinero que debió invertir por haber tenido que contratar a un abogado que ejerce liberalmente la profesión y, de ahí, que para que se le retribuya lo correcto, la condenatoria se debe tasar conforme a la tabla de honorarios vigente. Explica que ello se encuentra regulado en el Código Procesal Civil para los procesos civiles, y no para los procesos en los que interviene el Estado o instituciones públicas que tienen abogados de planta, por lo que, a su juicio, no es correcta la práctica que han venido ejerciendo los Tribunales Contenciosos Administrativos, en virtud de la que, cuando el Estado sale vencedor en un proceso, se condena a la otra parte a pagar las costas, las cuales son tasadas con base en la tabla de honorarios de abogados a favor del Estado. Esta práctica, alega, lesiona los principios de razonabilidad y proporcionalidad, pues el Estado y sus instituciones tienen sus abogados de planta, lo que significa que no se deben cancelar honorarios. Por otro lado, afirma que la jurisprudencia de los Tribunales Contenciosos Administrativos resulta desproporcionada, debido a que las costas personales a favor del Estado las tasan conforme a la cuantía del asunto y de acuerdo a la tabla de honorarios de abogados y, entre más alta sea la cuantía, más alta es la condenatoria en costas a favor del Estado, pese a que cuando el Estado es vencedor en un proceso, no debe cancelar a ningún abogado suma alguna conforme a la tabla de honorarios de abogados. Lo anterior, explica, permite que el Estado obtenga sumas cuantiosas que resultan totalmente desproporcionadas, ya que, en muchos casos, los asuntos son de puro Derecho o se acoge una excepción que pone fin al proceso sin tener que evacuar pruebas u otras diligencias. Estima, además, que la norma que se cuestiona lesiona el principio de Caja Única del Estado, en la medida que establece que se debe crear una cuenta a la orden del Tribunal, para que ahí se depositen los montos por concepto de costas a favor del Estado y que, posteriormente, con el dinero recaudado, se cancelen costas a favor de la otra parte cuando el Estado sea el vencido. Arguye que, bajo esa premisa, el artículo cuestionado le da potestad al Tribunal para administrar fondos que son públicos, sin ninguna supervisión, pese a que, según su criterio, esos dineros que se deben abonar a favor del Estado por concepto de costas, deben ingresar a la caja única del Estado, en la medida que los jueces de la República están para administrar justicia y no para administrar fondos públicos y, mucho menos, que estén pagando a nombre del Estado o de sus instituciones a favor de terceros. 


	12-004335-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra la aplicación del  ARTICULO 30 DEL CONVENIO CONSTITUTIVO DEL BANCO CENTROAMERICANO DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA, aprobado por Costa Rica mediante LEY 3152 Y el "CONVENIO DE COOPERACIÓN FINANCIERA NO REEMBOLSABLE" suscrito por el Gobierno de la República de Costa Rica y el Banco Centroamericano de Integración Económica.

Resolución de las 17:01 del 24 de agosto del 2012. 

Boletín judicial 183, 184, 185 del 21, 24 y 25 de setiembre del 2012.
	CONVENIO CON EL BANCO CENTROAMERICANO DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA

Alega el accionante que la Cooperación Financiera no Reembolsable no es tal, ni es donación en sentido estricto, pues se trata de dinero propio del Estado Costarricense producto de utilidades acumuladas del Banco, donde por el artículo 5 del Convenio Constitutivo la distribución de utilidades como tal no procede. Sostiene que los fondos debieron ser ingresados a la Hacienda Pública y luego debieron ser presupuestados. Por otra parte, si se trata de una donación, los fondos son de carácter público. Alega el accionante que por la disposición del artículo 30 del Convenio Constitutivo del BCIE, las autoridades del BCIE y del Ministerio de la Presidencia no han querido brindar todos los documentos relacionados con el manejo de la cuenta del BCIE de la cual han salido fondos públicos aparentemente mal usados. Considera que se utilizó la inmunidad del BCIE para dar impunidad a presuntos actos corruptos del Ministerio de la Presidencia del Gobierno constitucional 2006-2010, donde en contra de todo el ordenamiento jurídico costarricense, aparentemente se pagaron toda clase de asuntos ajenos al buen funcionamiento del Estado, pues las diferentes instancias se han negado a solicitar información sobre la cuenta corriente del BCIE en el Banco de Costa Rica número CC 1521001010779292, CTA 001-0107792-9 la cual aparentemente se encontraba a la libre disposición de los altos funcionarios del Ministerio de la Presidencia y sin control administrativo. Es su criterio que el Convenio de Cooperación Financiera no Reembolsables se firmó en fraude de ley pues dichos dineros no entraron al presupuesto de la República y se utilizaron en estructuras paralelas para dejarlos fuera de toda fiscalización y aprobación de la Asamblea Legislativa  y la Contraloría General de la República.  Señala que el ex Director del BCIE, el Ex Ministro de la Presidencia se negaron a abrir la cuenta, o poner a disposición del Ministerio Público la información pertinente de la citada cuenta, a efectos de la investigación penal, pues se escudan en el articulo 30 diciendo que las cuentas del BCIE son inviolables. El Ministerio Público ha fundamentado diferentes solicitudes a los correspondientes jueces penales indicando que no pueden proceder con la investigación en virtud de la imposibilidad, que a juicio del accionante es inconstitucional que establece dicho artículo del pacto constitutivo del BCIE.  La aplicación del artículo 30 del Convenio Constitutivo del BCIE y del “Convenio de Cooperación Financiera No reembolsable” al caso concreto viola varias disposiciones de la Constitución Política como de seguido se fundamenta. Fundamentos de derecho y alegatos. El Convenio de Cooperación Financiera no Reembolsable infringe las NORMAS CONSTITUCIONALES que rigen el PRESUPUESTOS , artículos  11, 176 Y 180 Y el numeral  149  de la Constitución Política, pues cualquier ingreso probable que ingrese por cualquier medio a la Administración Pública debe presupuestarse, pues esta es la herramienta que sirve de límite a la acción de los poderes públicos. Asimismo, de conformidad con estas normas todo gasto de la administración debe estar previamente autorizado y en el caso de los fondos distribuidos por el BCIE, se trata de utilidades acumuladas, y en la parte que corresponde a Costa Rica son fondos públicos pertenecientes al Estado y no al BCIE. Dichos fondos, están fuera de la regulación del numeral 30 del Convenio Constitutivo del BCIE, pues en realidad no son fondos de ese organismo sino del Estado Costarricense. 


	12-008295-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 10 y 11 de la Ley número 9024 del 23 de diciembre del 2011, Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. 

Resolución de las 10:47 horas del 23 de agosto del 2012.

Boletín judicial 183, 184, 185 del 21, 24 y 25 de setiembre del 2012.
	IMPUESTO CON DESTINO ESPECÍFICO EN LEY DE IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS

Sostiene el accionante que las normas cuestionadas vulneran el principio de caja única del Estado y la imposibilidad de crear impuestos para fines específicos y la obligación de la Contraloría General de la República de fiscalizar la liquidación y ejecución del presupuesto de la República consagrados en los artículos 184 y 185 de la Constitución Política. Conforme se desprende de la propia ley 9024, artículo 11, los recursos provenientes del impuesto que se recaude van a tener un destino único y específico, que lo establece la misma ley, al disponer que los ingresos provenientes del impuesto a las personas jurídicas, serán destinados a financiar los siguientes rubros: a) El cinco por ciento (5%) de la recaudación total de ese impuesto será asignado al Ministerio de Justicia y Paz para financiar la adecuada administración, gestión, fiscalización y recaudación del impuesto por parte del Registro Nacional y para apoyar el financiamiento de la Dirección General de Adaptación Social. b) Un noventa y cinco por ciento (95%) de la recaudación total de este impuesto será asignado al Ministerio de Seguridad Pública para que sea invertido en sus programas de seguridad ciudadana y combate a la delincuencia. La misma Ley 9024 dispone en el artículo 10, la creación de una cuenta especial para poder determinar cuál es el monto recaudado por concepto de impuesto. Considera el accionante que la Ley es inconstitucional por cuanto no pueden crearse impuestos para fines específicos ni puede destinarse dinero público a ningún fin si previamente esas partidas no han sido examinadas y aprobadas por la Contraloría General de la República, tal y como lo preceptúa el artículo 184 constitucional. También se viola el principio de caja única del Estado, pues corresponde a la Tesorería Nacional recibir las cantidades que a título de rentas o por cualquier otro motivo ingrese a las arcas nacionales. 



	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	173
	07 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012-05593

Expediente 10-008753-0007-CO. A las dieciséis horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alvaro Sagot Rodríguez, Esther Badilla Mora, Karina del Carmen Rodríguez Méndez contra Artículo 24 del Reglamento de Procedimientos del Tribunal Ambiental Administrativo. Decreto número 31136mp-minae. Se declara CON lugar la acción, en consecuencia se elimina la palabra "privada" del artículo 24 del Reglamento de Procedimiento del Tribunal Ambiental Administrativo, debiendo interpretarse que la audiencia allí mencionada es pública, salvo resolución razonada que establezca lo contrario. Esta sentencia tiene efectos declarativos, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la fecha de esta resolución. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo y al Tribunal Ambiental Administrativo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	175
	11 de setiembre del 2012
	Sentencia 2011-16937

Expediente 07-007623-0007-CO. A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Asociación para la Protección Agropecuaria, Cámara Nacional de Productos Genéricos, Consorcio  de Cooperativas de Caficultores de Guanacaste y Montes de Oro, Unión Nacional de Pequeños y Medianos Productores Agropecuarios Costarricense contra el artículo 7.3.2, incisos a) y B) párrafo penúltimo, del Reglamento sobre Registro, Uso y Control de Plaguicidas Sintéticos Formulados. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción y, en consecuencia, se anula el inciso b, y la referencia en el párrafo penúltimo a dicho inciso b) del apartado 7.3.2, del artículo 2, del Reglamento sobre registro, uso y control de plaguicidas sintéticos formulados, ingrediente activo grado técnico, coadyuvantes y sustancias a fines de uso agrícola, Decreto Ejecutivo número 33495-MAG-S MINAE-MEIC del 31 de octubre del 2006. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos  a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. En Lo demás, se declara sin lugar la acción. Notifíquese.  



	175
	11 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012-09205

Expediente 12-003741-0007-CO. A las dieciséis horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 71 Bis, Inciso B) Y 130 Inciso C) De La Ley De Transito Nº 7331. se declara con lugar la acción en cuanto al rebajo de puntos de la licencia previsto en el artículo 71 bis inciso b) en relación con el artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 10 de la ley Nº 8696 de 17 de diciembre de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. En cuanto al artículo 130 inciso c) de la referida Ley se rechaza por el fondo la acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. 



	186
	26 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012-08891

Expediente 06-008338-0007-CO. A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 17 y 161 párrafo penúltimo de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, del párrafo penúltimo del artículo 161 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros, en su versión vigente del 1° de marzo de 2004 al 28 de febrero de 2006, en la frase que va desde “Para los efectos” hasta “y otros”, deviene inconstitucional la inclusión de los siguientes rubros en el cálculo de la cesantía: pago de la póliza de vida diferida, vacaciones compensadas, vacaciones no disfrutadas y aguinaldo proporcional. La inclusión de subsidios para estudio es constitucional; en lo atinente a “todas las sumas pagadas al ex trabajador, e igualmente las que se le haya acreditado, que correspondan a sueldos”, “auxilios o beneficios incluidos en el contrato de trabajo, o en los reglamentos del Instituto Nacional de Seguros y en las prácticas de ese Instituto”, las contribuciones patronales para el régimen de seguros de renta vitalicia, el pago de primas de seguro de vida y accidentes, beneficios médicos y otros, son constitucionales siempre y cuando se determine que tienen naturaleza salarial; sin embargo, en cuanto a los subsidios para estudio y demás rubros que sean salariales solo se contarán los montos recibidos por el trabajador durante los últimos seis meses de su relación laboral o la fracción menor resultante, si no hubiere ajustado este término. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha en que comenzó a regir la cláusula impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Reséñese esta sentencia en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese a la Asamblea Legislativa, en la persona de su Presidente, y al Poder Ejecutivo, en la persona de quien ocupe el cargo de Ministro de Trabajo. Notifíquese a la partes y coadyuvantes. El Magistrado Aflijo Sancho salva el voto y declara sin lugar la acción. Notifíquese. - 



	186
	26 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012-00267

Expediente 10-07524-0007-CO. A las quince horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ricardo Harbottle Chinchilla en contra del Artículo 9 inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Se declara parcialmente con lugar la acción y en consecuencia se anula el párrafo segundo del inciso d) del artículo 9 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, Decreto Ejecutivo No. 21 del 14 de diciembre de 1954. En cuanto al primer párrafo, debe el Poder Ejecutivo, en el plazo de tres meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, proceder a subsanar la omisión allí contenida, con la finalidad de que establezca los límites al plazo que debe aplicar la Administración para autorizar el reingreso al Servicio Civil, a aquellos funcionarios que hayan sido destituidos de algún puesto dentro del Régimen del Servicio Civil. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese-
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	151-152-153
	07-08-09 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-09049
Expediente 10-015503-0007-CO. A las once horas con treinta y un minutos. Acción de inconstitucionalidad. Sindicato De Profesionales En Ciencias Medicas De La Caja Costarricense De Seguro Social contra Articulo 200 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres: Se rechaza de plano la acción.- 


	174-175-176
	10-11-12 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012-10015
Expediente 10-008634-0007-CO. A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Articulo 9 De La Ley De Reajuste Tributario (7088) Y Revolución 18 a) Del Consejo Arancelario Y Aduanero Centroamericano. Se declara la inconstitucionalidad de los Decretos Ejecutivos números 34106-H, 34871-H y 35605-H, en la medida que aplican el cobro del tributo establecido en el artículo 9 de la Ley 7088 a la maquinaria de construcción. Se interpreta el artículo 9 de la Ley 7088, en el sentido que el tributo allí establecido lo es respecto de los vehículos automotores, embarcaciones y aeronaves dispuestos para el traslado y transporte de personas o cosas. Para evitar graves dislocaciones a la hacienda pública, esta declaratoria de inconstitucionalidad carece de efectos retroactivos para quienes hayan pagado el tributo durante la vigencia de las nonas declaradas inconstitucionales, y surte sus efectos a partir de la fecha de esta sentencia. La declaratoria de inconstitucionalidad que ahora se pronuncia tiene efectos declarativos y retroactivos únicamente para quienes figuren como accionantes en este proceso constitucional. Asimismo, se dimensionan los efectos de esta sentencia, en el sentido de que la administración deberá ajustar los trámites internos para permitir a los propietarios de maquinaria de construcción, el pago de los demás rubros distintos al impuesto a la propiedad de vehículos contenidos regularmente en la fórmula de Cobro denominada “derechos de circulación”. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Comuníquese y publíquese.- Los Magistrados Cruz Castro y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar la acción.


	174-175-176
	10-11-12 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012-10659

Expediente 09-008924-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta un minutos. Acción de inconstitucionalidad. Asociación Costarricense De La Judicatura contra Artículos 8 Inciso 3), 9 Inciso 7, 191 Inciso 5) De La Ley Orgánica Del Poder Judicial Y 98 Inciso 5 Del Código Procesal Civil. Se declara sin lugar la acción. 


	174-175-176
	10-11-12 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012-10569 
Expediente 11-007321-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 03, 06, 07 Y 08 De La Ley Indígena, Ley Nº 6172 Y El Decreto Ejecutivo Nº 29956-g Director Del 
Departamento De Topografía Del Instituto De Desarrollo Agrario, 
Director Ejecutivo Del Sistema Nacional De Áreas De Conservación Del 
Ministerio de Ambiente, energía y Telecomunicaciones. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.


	174-175-176
	10-11-12 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012-10570

Expediente 11-007738-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo No 35883-Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones Del 5 De Abril De 2010. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.



	174-175-176
	10-11-12 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012-10568 

Expediente 10-004488-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra artículo 15 párrafo 3 del Tratado de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual sobre interpretación o ejecución y fonogramas y artículo 16.1 de la Convención de Roma, sobre la protección de los artistas interpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad



	174-175-176
	10-11-12 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012 - 011063. 

Expediente 10-010380-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Numeral.2. Vejez. Párrafo Primero, y párrafo segundo, del Artículo 19 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción. 



	174-175-176
	10-11-12 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012 - 011067. 

Expediente 09-008488-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y cuatro minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 4 Del Decreto 23485-j Del 26-7-1994. Estése el accionante a lo dispuesto por esta Sala en la Sentencia No. 8626-2011 de las 14:30 hrs. de 29 de junio de 2011, en cuanto a la violación a los principios de jerarquía de las normas y de reserva de ley. En lo demás, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción de inconstitucionalidad. Los Magistrados Castillo y Rueda ponen nota.


	174-175-176
	10-11-12 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012 - 010985. 
Expediente 10-017510-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 161 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional del artículo 161 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros, en su versión reformada y vigente hasta el 28 de febrero de 2008 con las siguientes frases “las vacaciones compensadas y las vacaciones disfrutadas,”. Es constitucional en cuanto dispone: “. . .todas las sumas pagadas al extrabajador, e igualmente las que se le haya acreditado, que correspondan a sueldos, (...) auxilios o beneficios incluidos en el contrato de trabajo, o en los reglamentos y prácticas del Instituto, como contribuciones patronales para el Régimen de Seguros de Renta Vitalicia, pago de primas de Seguro de Vida y Accidentes, Beneficios Médicos, Subsidios para Estudios y otros” y “A partir de la entrada en vigencia de la Ley de Protección al Trabajador No. 7983, el Instituto continuará respetando los derechos adquiridos en cuanto a los años ya acumulados de cesantía, en la antigüedad y forma de cálculo establecida en esta Convención”. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia en que comenzó a regir la reforma de la cláusula impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, en la persona de su Presidente, y al Poder Ejecutivo, en la persona quien ocupe el cargo de Ministro de Trabajo y Seguridad Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. 
El magistrado Armijo Sancho salva el voto y rechaza de plano la acción. El magistrado Jinesta Lobo rechaza de plano la acción y da razones diferentes. 


	174-175-176
	10-11-12 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012 - 011065. 

Expediente 11-007632-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Jurisprudencia de la Sala Segunda en la que se establece la naturaleza salarial de la propina. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. El Magistrado Rueda salva el voto y declara con lugar la acción.



	174-175-176
	10-11-12 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012 - 010986. 
Expediente 11-012442-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 18 Inciso C Del Reglamento De Invalidez, Vejez Y Muerte De La Caja Costarricense del Seguro Social. Se declara sin lugar la acción. 


	174-175-176
	10-11-12 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012 - 011064. 

Expediente 11-013664-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo 34202. Reforma al artículo 70 del Decreto Ejecutivo 31520-ms-mag-mopt-mgsp. Reglamento para las actividades de Aviación Agrícola. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción. Los Magistrados Castillo y Rueda ponen nota. 



	174-175-176


	10-11-12 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012 - 011066. 
Expediente 11-001573-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y tres minutos. Acción de inconstitucionalidad contra artículo 62, párrafo primero del Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en derecho Se declara SIN LUGAR la acción. 

	183-184-185
	21-24-25 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012-11476
Expediente 12—003394—0007—CO. A las quince horas con cinco minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Presidente De La Asociación Interclubes, Presidente Del Club Unión contra Artículo 32 Bis Código Comercio. Se rechaza de plano la acción.



	183-184-185
	21-24-25 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012-11508
Expediente 12—003274—0007—CO. A las dieciséis horas con treinta y dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Jurisprudencia De La Sala Tercera Que Interpreta El Transitorio III De La Ley 8837 ‘creación Del Recurso De Apelación De La Sentencia, Otras Reformas Al Régimen De Impugnación E Implementación De Nuevas Reglas De Oralidad En El Proceso Penal”. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Castillo y Rueda salvan el voto y declaran con lugar la acción, con razones diferentes.


	183-184-185
	21-24-25 de setiembre del 2012
	Sentencia 2012-11473

Expediente 12—001252—0007—CO. A las quince horas con cinco minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 47 Del Reglamento Del Sistema De Estudios De Posgrado De La Universidad Estatal A Distancia. Se declara SIN LUGAR la acción.
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AMBIENTE 

13372-12. QUEJA. PROBLEMAS DE CONTAMINACIÓN OCASIONADOS POR LA EMPRESA PIPASA. Alega el recurrente que desde hace algunos años, en Santa Bárbara de Heredia se encuentran habilitadas las granjas de la corporación PIPASA, para la realización de labores avícolas. Dichos criaderos  generan los malos olores y pestes, lo que ha afectado seriamente la salud de los vecinos de la calle El Cajón de Barrí de Santa Bárbara de Heredia, y dado el incremento de las moscas en el verano, presentó -en conjunto con los vecinos de la zona- las denuncias respectivas ante las autoridades recurridas; no obstante, a la fecha, las gestiones no han sido resueltas y el problema continúa. Al respecto, considera la Sala que tanto el Ministerio de Salud, como del Servicio Nacional de Salud Animal han desatendido  su obligación de ocuparse  con eficacia de la situación que, además de involucrar los derechos individuales de la parte recurrente, también afecta de manera directa los derechos fundamentales que ostentan los vecinos del lugar a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Santa Bárbara de Heredia, así como al Subdirector General del Servicio Nacional de Salud Animal (SENASA), o a quienes en su lugar ejerzan dichos cargos, dictar de forma inmediata las medidas requeridas que sean pertinentes y necesarias para dar  solución definitiva a los problemas de malos olores denunciados  por el recurrente,  dentro del término improrrogable de UN MES contado a partir de la comunicación de la presente resolución. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL.
13391-12. TORRES. CONSTRUCCIÓN DE TORRE DE TELEFONÍA CELULAR, DEBE CUMPLIR LOS REQUISITOS DE SETENA. Alega la recurrente que la Municipalidad  de  Curridabat  autorizó  la  construcción  de  una  antena  de telecomunicaciones frente a la propiedad de su representada, pese a que ésta no cumplía con los requerimientos establecidos por SETENA. Al respecto, la Sala tiene por probado  que efectivamente la autoridad accionada autorizó la construcción de la infraestructura de cita, no obstante,  del estudio del expediente, no se logra constatar  que la Municipalidad recurrida comprobara previo a otorgar dicho permiso, que la antena de telecomunicaciones  que se pretendía construir hubiera cumplido con los requerimientos establecidos por  las resoluciones números 2031-2009, 0123-2010, y el Decreto Ejecutivo número 31849-MINAE-SALUD-MOP-MAG-MEIC, lo que constituye una clara violación a lo dispuesto por el numeral 50 de la Constitución Política, pues conforme se desprende del informe dado por el Secretario General de la SETENA, resulta necesario el cumplimiento de los requisitos dispuestos por los pronunciamientos de cita, con el fin de constatar el impacto ambiental de este tipo de proyectos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Curridabat, o a quien ocupe su cargo, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que de inmediato se retire la antena de telecomunicaciones  instalada frente a la propiedad  de la amparada, y no se permita su reinstalación, hasta tanto no cumpla con los requerimientos establecidos  por SETENA. CL 
13388-12. QUEJA. PROBLEMAS DE CONTAMINACIÓN GENERADO POR EL VERTEDERO DE LOMAS DE COCORÍ DE PÉREZ ZELEDÓN. Alegan los recurrentes que a pesar de que existe una orden del Ministerio de Salud, la Municipalidad de Pérez Zeledón no ha implementado el cierre técnico del vertedero de basura de Lomas de Cocorí, lo que genera graves problemas de contaminación y daño al medio ambiente. Al respecto, se tiene por acreditado que ninguna de las autoridades involucradas ha sido efectiva en la aplicación de las medidas correspondientes, para eliminar el foco de contaminación generado en el botadero. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Pérez Zeledón, así como al Director del Área Rectora de Salud del Ministerio de Salud Pública en Pérez Zeledón, o a quienes en su lugar ocupen dichos cargos, que de manera inmediata adopten de manera coordinada las medidas de mitigación y seguridad correspondientes y necesarias para que dentro del plazo improrrogable  de UN MES contado  a partir  la notificación de la presente  resolución,  se  solucione  de  manera  definitiva  el problema de contaminación ambiental generado por el uso el vertedero de Lomas de Cocorí de Pérez Zeledón. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
13389-12. CONSTRUCCIÓN. SE SUPEDITA CONSTRUCCIÓN DE CENTRO EDUCATIVO SOBRE NACIENTE DE AGUA A LOS ESTUDIOS NECESARIOS. Alega el recurrente que el Ministerio de Educación Pública pretende construir las instalaciones del Colegio Enrique Menzel de Turrialba en una inmueble donde existe una naciente de agua permanente. Al respecto, se tiene por acreditado que en el lugar existe suficiente evidencia de amenaza al recurso hídrico, la cual no puede pasar inadvertida. A partir del reconocimiento del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, receptado en el artículo 50 de la Constitución Política y el principio número quince de la Declaración de Río -Conferencia de Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. Se cita la sentencia número 2004-1923. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación, o a quien en su lugar ejerza el cargo, suspender  la construcción del nuevo Colegio Nocturno Enrique Menzel de Turrialba, hasta tanto se cuente con los estudios hidrogeológicos necesarios que permitan descartar cualquier amenaza al recurso hídrico y al suministro del preciado líquido para el resto de habitantes de la zona de influencia del acuífero. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
12813-12. AGUAS NEGRAS. ACUSA QUE POR SU PROPIEDAD DISCURREN AGUAS DE SITIOS ALEDAÑOS (BARRIO LOS SOLARES)  Alega el recurrente que las aguas negras y servidas de varias casas pasan al frente de su propiedad, la cual, se ubica en Paraíso de Cartago, concretamente  en el Barrio Los Solares. Indica que dicha situación provocó que se hiciera una enorme zanja, así como  malos olores y zancudos. Al respecto, este Tribunal Constitucional tiene por demostrado que las autoridades de la Municipalidad de Paraíso no han aún realizado las recomendaciones pertinentes; tardanza que es claro implica una amenaza a los derechos fundamentales invocados por el recurrente, ya que, una omisión en ese sentido, se presenta un peligro para salud de los vecinos y personas que transitan  por la zona. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo ambos de la Municipalidad de Paraíso, o a quienes en su lugar ocupen estos cargos,   tomar todas las medidas necesarias para que se disponga sanitariamente de las aguas residuales en el Barrio Los Solares, dentro del plazo señalado en la orden sanitaria N°412-2012 de 19 de julio de 2012 del Área  Rectora  de  Salud  de  Paraíso  del  Ministerio  de  salud.  El Magistrado Jinesta declara sin lugar el recurso. CL

12521-12. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. LECHERÍA UBICADA EN SAN CARLOS DEPOSITA TONELADAS DE BOÑIGA EN LAS AGUAS POTABLES DE UN ARROYO. Alega el recurrente que la lechería que se ubica a 300 metros este de la plaza de fútbol de Buenos Aires de San Carlos, deposita toneladas de boñiga en las aguas potables de un arroyo, sin que las autoridades recurridas hayan atendido y solucionado esa problemática sanitaria, en detrimento de lo dispuesto en los artículos 21 y 50 de la Constitución Política. Al respecto, se acredita la vulneración de los derechos contenidos  en los artículos 21 y 50 de la Constitución Política, en virtud de que la problemática sanitaria denunciada por el amparado no ha sido solucionada de forma definitiva por parte de las autoridades recurridas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Región Huetar Norte Servicio Nacional de Salud Animal (SENASA) y al Director del Área Rectora de Salud de Santa Rosa de Pocosol, o a quiénes en su lugar ocupen esos cargos, que de forma INMEDIATA realicen las gestiones pertinentes a fin de que solucione en forma definitiva el problema denunciado por la recurrente, de lo cual deberá mantener informada a ésta Sala. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL

12378-12. TORRES. CONSTRUCCIÓN DE TORRE DE TELEFONÍA CELULAR CARRILLO DE GUANACASTE. Alegan los recurrentes que desde marzo de dos mil once, manifestaron ante la Municipalidad de Carrillo, Guanacaste, de manera verbal y por escrito su disconformidad con el trámite que se le ha dado a la solicitud de autorización de una obra dentro de un área que incluso es de una condición vulnerable y frágil, la cual consiste en la construcción de una torre de transmisión de telefonía celular privada. Indican que la empresa recurrida  inició labores, aún y cuando se habían planteado objeciones contra la misma procedió a efectuar limpieza y excavación del foso en el terreno que pretende utilizar para tal fin. Alegan que la obra es de extremo impacto para la ciudad de Filadelfia y generadora de contaminación visual, En base a las consideraciones que se exponen en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

12402-12. MEDIDA CAUTELAR. ACUSA QUE MEDIDA CAUTELAR IMPUESTA SE CONVIRTIÓ EN SANCIÓN DE CARÁCTER PERMANENTE. El recurrente interpone el presente recurso a favor de Hacienda Ganadera Tapantí Media Sociedad Anónima, que alega es propietaria de una finca de pastizales en la que se desarrolla un proyecto consistente en la reactivación de una lechería. Expone que el Área de Conservación La Amistad Pacífico del Sistema Nacional de Áreas de Conservación, dictó la medida cautelar de suspender de inmediato  la ejecución de las actividades relacionadas a construcción de obras de infraestructura,  canalización  entre  otras.  Acusa  que  nunca  se  inició  el correspondiente procedimiento administrativo, por lo que estima que la medida cautelar se convirtió en una sanción de carácter permanente. Al respecto, este Tribunal ha reconocido que la tutela cautelar, flexible y expedita, es un componente esencial del derecho a un procedimiento administrativo pronto y cumplido, puesto que, los órganos administrativos deben garantizar la eficacia de la resolución definitiva en aras de proteger los intereses públicos. La Sala Constitucional ha hecho referencia a la función de la tutela cautelar al señalar que las  medidas  asegurativas o  cautelares,  según  la  más calificada doctrina, surgen en el proceso como una necesidad que permite garantizar una tutela jurisdiccional efectiva y por conjunto de potestades procesales del juez sea justicia jurisdiccional o administrativa para resolver antes del fallo, con el específico fin de conservar las condiciones  reales indispensables para la emisión y ejecución del acto final. Se citan las sentencias 7190-1994 y 3929-1995. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. SL

12457-12. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. EROSIÓN DE RÍO CUCUBRES OCASIONA DAÑOS A SU PROPIEDAD PONIENDO EN PELIGRO EL INMUEBLE. Alegan los recurrentes que residen en Desamparados, Barrio El Jardín, Urbanización Los Duraznos, propiedad que limita con el río Cucubres. Ese río ha lavado y erosionado el terreno de su propiedad y, como resultado, se han perdido varios metros, poniendo en riesgo su casa de habitación. Señalan que la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias los visitó en el dos mil cuatro y, en su informe, concluyeron la necesidad de implementar un muro, dada la amenaza de inundación y socavamiento. Explican que personeros de la municipalidad accionada los visitaron, pero les dijeron que tenían suficiente terreno en la propiedad  para que el río siguiera su cauce y, además, que esa situación no era una prioridad, negando, de esta forma, la posibilidad de que esa corporación construyera el muro de contención que su casa necesita. Añaden que en el dos  mil once, la Municipalidad de Desamparados construyó un muro de contención al vecino, lo que ha provocado que las aguas del río se dirijan hacia su terreno, agravando el problema que exponen. Se citan las sentencias 2001-6343, 2001-7311 y 2003-4743. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Desamparados,  o a quien ocupe  su cargo, proveer lo necesario para que se cumplan, en el plazo de seis meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia las recomendaciones dispuestas en el informe técnico de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias  DPM-INF-036-2005. CL
BANCARIO 
12884-12. CUENTA. DENEGATORIA DE APERTURA DE CUENTA BANCARIA POR ANTECEDENTES PENALES. Alega el recurrente que en el Banco recurrido se le negó la apertura de una cuenta para depósito de salario, con fundamento en sus antecedentes criminales. Señala que lo anterior le impide trabajar, ya que en los lugares donde ha solicitado trabajo le requieren que cuente con una cuenta abierta. Al especto, se constató que no se procedió a la apertura de la cuenta solicitada por el recurrente debido a que este no presentó documento formal alguno suscrito a nombre de una empresa donde se requiriera la apertura de una cuenta con fines laborales. Aunado a lo anterior, el sistema de seguridad del Banco indicó que el solicitante cuenta con un amplio historial delictivo, incluso en temas de fraudes de tarjetas, lo que representa  un riesgo importante para el Banco. Se declara sin lugar el recurso. SL

COLEGIOS PROFESIONALES
                             
13434-12. COBRO. COPIAS CERTIFICADAS POR NOTARIO PÚBLICO. Alega el recurrente que –en su criterio- es improcedente  que  el  Colegio  de Contadores Privados le cobre los costos de los honorarios de un Notario Público, así como  de las focotopias,  por las certificaciones  de varias actas de la Junta Directiva de dicha corporación, ya que, a su parecer, el Secretario de dicha Junta cuenta con la potestad de emitir tales documentos. Al respecto, la Sala estima que el amparado lleva razón en su reclamo, pues en el artículo 17 inciso c) de la Ley Orgánica del Colegio de Contadores Privados,  se dispone expresamente que entre las atribuciones del Secretario de la Junta Directiva, se encuentra la de “extender las certificaciones de rigor”.  Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo 2.1.  de la Sesión Ordinaria número 3515-2012 de la Junta Directiva del Colegio de Contadores Privados de Costa Rica, en cuanto dispone que las copias de las actas solicitadas por el recurrente, deben ser certificadas por un Notario Público. Se ordena al Presidente del Colegio de Contadores Privados de Costa Rica, o a quien ocupe su cargo, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de DIEZ DÍAS contado a partir de la notificación de esta sentencia, entregue al recurrente los documentos que requiriera mediante la nota que presentara el 6 de agosto de 2012,salvo que contenga información confidencial o que afecte a terceros, lo que deberá ser valorado  por los recurridos  en cada caso, pudiendo cobrar  al interesado  el costo por las fotocopias  de dichos documentos,  conforme se señala en este pronunciamiento. CL                            

12725-12. ELECCIONES. CANTIDAD DE DELEGADOS QUE LE CORRESPONDEN A LOS COLEGIOS PROFESIONALES. Alegan los recurrentes que el Comité Permanente de la Federación recurrida aprobó las modificaciones al Reglamento de Elecciones de Representantes ante la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras del Banco Popular, correspondiente  al período 2010-2014. Afirman que dicho reglamento lesiona los derechos  fundamentales de los agremiados,  pues ya se comenzó a notificar la cantidad de delegados que le corresponden a cada Colegio Profesional, en contradicción con los datos que maneja el Banco Popular. Al respecto, se indica no le corresponde a este Tribunal determinar si la cantidad de delegados designados en representación de los Colegios Profesionales se ajusta o no a derecho, así como lo relacionado con el derecho de reelección y el ejercicio de las suplencias de los delgados, ya que con ello no se vulnera, al menos de forma directa, derecho fundamental alguno. Lo alegado es materia propia de legalidad, que por su naturaleza, debe ser discutida en la vía ordinaria correspondiente, a fin de que se resuelva lo que en derecho corresponda. En cuanto a la potestad  reglamentaria y la violación al principio de interdicción de la arbitrariedad, la Sala reconoció que los Decretos Ejecutivos 35687 y 35717, base del reglamento cuestionado  también por los amparados. SL 
DERECHO A LA EDUCACIÓN

13202-12. DISCRIMINACIÓN. NIEGAN MATRÍCULA DE MENOR EN ESCUELA LABORATORIO. Alega la recurrente que la Directora de la Escuela Laboratorio se niega a recibir a su hijo de 12 años de edad. Explicó que al niño se le diagnosticó bajo nivel intelectual y conductas  disruptivas que ponen en riesgo su situación académica,  por  lo  que  requiere  estar  matriculado  en  un  aula  integrada. Actualmente está matriculado en la Escuela Domingo González Pérez, pero como allí no hay aula integrada, debe trasladarse a la Escuela Laboratorio, que es la más cercana a su casa de habitación. Al respecto, se desprende que, en realidad, las partes pretenden que esta Sala determine en cuál institución debe permanecer el niño. Sin embargo, esta decisión no le concierne  a un Tribunal Constitucional. Para efectos de esta Sala lo importante es que al niño no se la ha afectado su derecho  a la educación, puesto  que se mantiene, y así lo ha estado desde el año 2010, matriculado en un centro educativo. Se declara sin lugar el recurso. SL
13364-12. INSTALACIONES FÍSICAS. SE RECLAMA BIEN INMUEBLE PROPIEDAD DEL LICEO DE COSTA RICA. Alega el recurrente que por medio de  la ley 5570 de 30 de agosto de 1974 se traspasó al Liceo de Costa Rica la manzana de terreno aledaña al edificio del Liceo; es decir, la finca del Partido de San José número 45513, con sus edificaciones, para ampliar la planta física del colegio. Explica que todos los terrenos traspasados están inscritos a nombre del Liceo de Costa Rica; con lo cual, a esa institución corresponde los derechos de posesión, usufructo y otros. No obstante, la única condición para que Liceo entrara en posesión material del referido inmueble es que se efectuara el traslado de los talleres y demás instalaciones del Ministerio Obras Públicas y Transportes,  situación que no ha ocurrido  en 38 años. De conformidad con las consideraciones esbozadas en la sentencia se declara con lugar el recurso, por violación al derecho a la educación. Se ordena al Ministro a.i. de Obras Públicas y Transportes, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, realizar y coordinar las acciones que se encuentren dentro del ámbito de su competencia para que el plazo de dos años contado a partir de la notificación de esta sentencia, el Ministerio de Obras Públicas y Transportes desocupe la finca del Partido de San José número 45513 que se halla inscrita a nombre del Liceo de Costa Rica Diurno, con el fin de que ese centro educativo pueda tomar plena posesión de dicho bien inmueble. Los Magistrados Jinesta Lobo y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL

12430-12- QUEJA. ACUSA QUE LA INFRAESTRUCTURA DEL CENTRO EDUCATIVO FINCA LA CAJA, NO REÚNE LAS CONDICIONES NECESARIAS PARA DAR LECCIONES. Alegan los recurrentes que los docentes de la Escuela Finca La Caja, ubicada en La Carpio, alegaron que la infraestructura de ese centro educativo pone en peligro la salud y la integridad de docentes y estudiantes y no garantiza su educación.  Explicaron  que  las  instalaciones  de  la  escuela  son estrechas, inadecuadas e insuficientes para el proceso educativo. La escuela consta de tres instalaciones  separadas,  por  lo  que  es  necesario  trasladarse,  con el riesgo consiguiente, por tratarse de una zona marginal. No hay espacios de recreación. El edificio principal está muy cerca de un relleno sanitario. La falta de espacio obliga a laborar en una tercera jornada, lo que implica que cada grupo recibe un máximo de cuatro horas diarias, lo que impide que completar el currículo completo. Se cita la sentencia 2012-2021.Está fuera de duda que el centro educativo Escuela Finca La Caja no reúne las condiciones necesarias para el normal desarrollo del proceso educativo. La infraestructura es muy limitada, de manera que se debe reducir el tiempo de lecciones y, de otra parte, pone en riesgo a los estudiantes y docentes al obligarlos a trasladarse entre las distintas edificaciones de la escuela. El Ministerio está obligado a ejecutar una solución que, aunque no sea definitiva, garantice el eficaz desarrollo completo del programa educativo en un ambiente que no ponga en riesgo la salud emocional o física de los estudiantes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, o a quien en su lugar ocupe ese cargo adoptar, dentro del ejercicio de sus competencias, las medidas que sean necesarias para dar solución a la situación en que se encuentra el centro educativo Escuela Finca La Caja, ubicada en La Carpio, dentro del plazo de 18 meses contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

    
12434-12. SANCIÓN. ACUSA QUE LE ANULARON PRUEBA DE ESPAÑOL POR SUPUESTO FRAUDE SIN LAS GARANTÍAS CORRESPONDIENTES. Alega el amparado que las autoridades del Instituto Educativo San Gerardo, le anularon el examen de español por supuesto fraude, sin previamente otorgarle la oportunidad de defenderse ni respetar los requisitos básicos del debido proceso. En  ese sentido, la accionada en el informe rendido alega que el mismo día la madre del menor fue notificada de la situación que se presentó con el amparado, que la recurrente tuvo oportunidad de hacer efectivo su derecho de defensa y no lo hizo, por lo que se procedió a imponer la sanción del caso. Estima este Tribunal que los alegatos vertidos por el recurrido, no son de recibo, toda vez que, si bien es cierto  el 26 de abril del 2012,  a la madre  del amparado  se le informó  el  hecho supuestamente  acaecido,  por el cual se le estaba informando, lo cierto del caso es que ello no constituye más que una mera información,  no  un  traslado  de  cargos,  una  imputación formalmente realizada, con los requisitos  que ello exige,  tales como individualizar  el hecho, poner a disposición de la persona el expediente y las pruebas que en él obran, indicar que puede contar con patrocinio  letrado, lo cual evidentemente no se realizó en la especie. Se declara con lugar el recurso. Se  anula  la  sanción  impuesta  al amparado por la Profesora de Español del Instituto Educativo San Gerardo. CL
12452-12 SANCIÓN. MEDIDA CORRECTIVA SIN APLICAR EL DEBIDO PROCESO. Alega la  recurrente que a la menor amparada se le abrió un procedimiento disciplinario por haber cometido supuestamente una falta grave de agresión contra otro estudiante de esa institución y no se le respetó el debido proceso. Al respecto, esta Sala tiene por acreditado, que a la estudiante se le inició un procedimiento disciplinario por aparente incumplimiento de deberes y obligaciones como estudiante -agresión  a  otro  menor  de  la escuela- y finalmente fue sancionada con el rebajo  de quince puntos  de la nota de conducta en conformidad  con  el  artículo 87  inciso  c)  del Reglamento  Interno  de Evaluación. En el caso bajo estudio, se logró demostrar que en el procedimiento disciplinario tramitado en contra de la estudiante, se han observado las reglas mínimas del debido proceso  así como del derecho  de defensa,  pues en todo momento, la recurrente así como su representante han sido informados de la conducta reprochada, así como de la prueba en su contra y la eventual sanción a imponer. Se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO A LA INFORMACIÓN
13227-12. REESTRUCTURACIÓN. SOLICITÓ INFORMACIÓN SOBRE LA REESTRUCTURACIÓN EN EL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCIÓN Y NO SE LE SUMINISTRÓ. El recurrente reclama la violación de los derechos fundamentales de los miembros del Sindicato de Trabajadores  del Consejo Nacional de Producción (SIPROCNP), en particular, del derecho protegido en el artículo 30  de  la  Constitución  Política,  por  la  negativa  infundada  de  las autoridades del Consejo Nacional de Producción y la Fábrica Nacional de Licores, de suministrar oportunamente la información sobre la implementación del proceso de reestructuración en la institución. Al respecto,   observa la Sala que la respuesta otorgada  por las autoridades  recurridas en modo  alguno justifica su negativa  de  suministrar  la  información  requerida  por  el  promovente, con menoscabo del Derecho de la Constitución. Deberá entonces la autoridad recurrida facilitar al actor los documentos  aludidos, salvo que contengan información confidencial o que afecte a terceros, lo cual deberá ser detalladamente valorado por los recurridos en cada caso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Consejo Nacional de Producción, o a quien ocupe su cargo, facilitar inmediatamente la información requerida por el amparado en su oficio  SIPROCNP 115-2012  de 19  de  junio  de 2012.  CL
13444-12. PROYECTO REVENTAZÓN. DIPUTADO ACUSA QUE EL ICE NO SE LE SUMINISTRÓ INFORMACIÓN PÚBLICA QUE SOLICITÓ Alega el recurrente que, el 27 de julio de 2012,  mediante  el  oficio  No.  D-WCS-511-07-2012, solicitó al  Instituto Costarricense de Electricidad, información y documentación relacionada con la construcción del proyecto  hidroeléctrico reventazón, atinente a los recursos  y presupuesto, la contratación de maquinaria y equipo, así como la participación de la comunidad en la ejecución de ese proyecto; no obstante, no se le suministró.  Sobre el particular, la autoridad recurrida informó, que la documentación fue entregada en la Unidad de Ujieres de la Asamblea Legislativa, desde el 24 de agosto de 2012.En criterio de esta Sala Constitucional, lo anterior no resulta legítimo, pues no garantiza que la información, verdaderamente, hubiera llegado a manos del solicitante.  Sin  lugar  a  dudas, le  es  exigible  al  Instituto  Costarricense  de Electricidad remitir los documentos, directamente al despacho del recurrente, lo que  no  acreditó  haber  realizado.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Electricidad, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que, disponga lo que esté dentro del ámbito de sus competencias, para que, DE MANERA INMEDIATA, se entregue la información solicitada por el amparado, el 27 de julio de 2012. CL
13479-12. PARQUEO. NIEGAN INFORMACIÓN SOBRE USO Y AUTORIZADOS A PARQUEO DE INSTITUCIÓN PÚBLICA.  Alegan los recurrentes que en fecha en fecha 3 de agosto de 2012, se envió una carta ante la Junta Administrativa en la cual solicitó una serie de documentos, sobre el uso, autorizaciones y demás, del parqueo de una institución pública, la cual le fue parcialmente negada, pese que no se han declarado "secreto de Estado”.Se citan las sentencias N° 2004-12433 y  2003-02120. Al respecto, procede declarar con lugar el recurso por infracción al  30 de la Constitución Política, y únicamente a favor de una de las accionantes. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la  Presidenta de la Junta Administrativa del Liceo Ing. Samuel Sáenz Flores, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que, de manera inmediata, suministre, a costo de la mencionada recurrente, las fotocopias solicitadas por ésta el 3 de agosto de 2012. CL Parcial 
12879-12. TARIFAS DE SEGUROS. INFORMACIÓN ESTA CUBIERTA POR SECRETO COMERCIAL, INDUSTRIAL O ECONÓMICO. Alegan los  recurrentes  que  la  Dirección  de Automóviles del Instituto Nacional de Seguros les negó información referente a las tarifas de seguros  para el Servicio de Transporte Remunerado de Personas Modalidad Taxi, por cuanto bajo el marco de un mercado  abierto de seguros, debían restringir el suministro de Información relevante que se desprendiera de sus actividades  comerciales, pero afirman que el Seguro objeto de consulta se encuentra de manera exclusiva en manos del INS. Se citan las resoluciones Nº 8672-2010 y 2010-013750. Al respecto, se constata que lo requerido es información cubierta por el secreto comercial, industrial o económico el cual, como reiteradamente lo ha señalado este Tribunal, es un límite intrínseco al derecho de acceso a la información del artículo 30 Constitucional. Se declara sin lugar el recurso. SL

12625-12. TRIBUTARIO. SE NIEGA INFORMACIÓN SOBRE MOROSOS. Alega el recurrente que solicitó ante la autoridad recurrida, un listado de los nombres de las personas físicas y jurídicas que se encuentran morosas con el Fisco, además que se le indicara sobre los impuestos, montos y períodos adeudados. Indica que por medio del oficio DR-077-2012 de 7 de mayo de 2012, la Directora a.i. le indicó que la lista de morosos se la podía facilitar por medio de la dirección electrónica dgt.hacienda.go.cr, pero la información relacionada con los montos y períodos adeudados, era confidencial con base en el artículo 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.  Con base en las consideraciones esbozadas en la sentencia se declara con lugar el recurso por violación a lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena al Director General de Tributación, o a quien en su lugar ejerza el cargo, que en el plazo improrrogable de diez días contados a partir de la notificación de esta sentencia, comunique la información solicitada por el recurrente el veintisiete de abril del dos mil doce, que reúna las condiciones indicadas en el último considerando de ésta resolución. Los Magistrados Armijo, Cruz y Rueda declaran con lugar el recurso por razones diferentes. CL 

DERECHO A LA SALUD

13684-12. MEDICAMENTO. CCSS CAMBIO MEDICAMENTO ORIGINAL POR GENÉRICO. (ANASTRAZOLE) Alega la recurrente que es sobreviviente de cáncer de colon y de mama, y a la fecha es paciente del Servicio de Oncología del Hospital San Juan de Dios. Manifiesta que desde el mes de julio de dos mil diez, según lo ordenado por su médico tratante, se le suministró  el medicamento "Anastrazole",  en su presentación original llamada "Arimidex 1 mg" producido por Casa AztraZeneca, el cual ha venido tolerando su organismo de manera satisfactoria, pese a su historial de cáncer de colon. Alega que desde el mes de julio de dos mil doce, la Caja Costarricense de Seguro Social, sin consultar con su médico, le varió el medicamento  para suministrarle un producto genérico llamado "Anastrozol 1 mg", fabricado en la India por la empresa Fresenius Kabi  Oncology  Ltda.,  el cual le provoca efectos  secundarios directamente en el sistema digestivo. Indica que el  cambio  perjudica su presupuesto, por cuanto está obligada a comprar el medicamento original en farmacias privadas, ya que éste determina la inhibición del estrógeno que evita el desarrollo del cáncer de mama. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General a.i. del Hospital San Juan de Dios, o a quien ocupe ese cargo, disponer lo necesario para que la recurrente reciba, de inmediato, el medicamento que requiere para su padecimiento, bajo la valoración, recomendación, vigilancia y responsabilidad de su médico tratante. CL
12887-12. LIMPIEZA DE CENTRO EDUCATIVO. ACUSA QUE NO SE NOMBRÓ CONSERJE EN CENTRO EDUCATIVO PONIENDO EN RIESGO LA SALUD DE LOS EDUCANDOS. Alegan los recurrentes, estudiantes de la Escuela San Francisco (PROMECUM) de Santiago de Puriscal, que desde finales del ciclo lectivo de 2010, el recurrido dejó sin efecto el nombramiento de la Conserje de la Escuela sin nombrar un reemplazo, lo que provoca problemas de higiene que afectan la salud de los educandos. Al respecto, se comprueba que es cierto que las condiciones de higiene de  Escuela San Francisco  de Santiago de Puriscal han puesto en riesgo la salud de las personas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública tomar las acciones pertinentes para no volver a incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso. CL

DERECHO DE PENSION
12728-12. SUSPENSIÓN. SUSPENDEN PENSIÓN POR VIUDEZ QUE SE LE OTORGÓ. Alega la recurrente que presentó una solicitud de reactivación de su pensión por viudez; no obstante, se le denegó dicha gestión, bajo el argumento de que la norma anulada por inconstitucional por medio del voto emitido por esta Sala bajo el número 2010-018965 del 17de noviembre de 2010, se refiere únicamente al inciso d) del artículo 20 del Reglamento de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense  de Seguro Social. Al respecto, este Tribunal dimensionó los efectos del fallo en el sentido que el derecho de pensión por viudez, anteriormente reconocido y que fue cesado en virtud de la aplicación de la norma anulada, se hará solamente para los casos pendientes de resolución y discusión en sede administrativa o judicial al momento de publicación del primer aviso sobre la interposición de la acción, salvo para la actora de la acción para que quien la retroactividad de la declaratoria es plena. Se declara con lugar el recurso. Se anula la nota número PEN-SA 70-11, suscrita  por la Jefa Administrativa de la Sucursal de Alajuela de la Caja Costarricense de Seguro Social, mediante la que se denegó a la amparada la reactivación de su pensión por viudez de su fallecido esposo. CL  
13028-12. SALARIO. DEBER DE REINTEGRAR EL MONTO QUE SE PERCIBE POR CONCEPTO DE PENSIÓN, CUANDO SE LABORA PARA EL ESTADO. Alega el recurrente que es pensionado de la Caja Costarricense de Seguro Social desde enero del 2004. Señala que en junio de 2009 se le presentó la oportunidad e laborar para el Instituto Nacional de Seguros y aceptó el puesto en el que laboró del 15 de julio de 2009 al 30 de noviembre de 2010.  Refiere que la Caja Costarricense de Seguro Social, en resolución número 0097-2012, en aplicación de un reglamento interno y una circular interna, le está conminando a reintegrar  las mensualidades de pensión que recibió durante el período que laboró para el Instituto Nacional de Seguros, en clara afectación a sus intereses. Con base en las consideraciones esbozadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Hernández salva el voto y declara con lugar el recurso. SL 

DERECHO DE TRABAJO
13720-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.  MEDIDA CAUTELAR IMPUESTA A FUNCIONARIO CARENTE DE FUNDAMENTO Y ACCESO A INVESTIGACIÓN PRELIMINAR. El recurrente aduce la autoridad recurrida acordó ejecutar una medida cautelar  de  reubicación  contra  los amparados,   en  tanto,  se  lleva  a  cabo  una investigación preliminar. Alega que, cuando los amparados solicitaron acceso al expediente de cita, su gestión se denegó, argumentando que éste se encuentra en fase preliminar. Además, acusa que la medida impugnada no cuenta con una debida  fundamentación,  ni  tampoco,  puede  ser  recurrida,  por  lo  que,  los interesados no pueden ejercer su derecho de defensa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recurso . Los Magistrados  Armijo Sancho  y Jinesta Lobo salvan el voto, conforme lo indican en el último considerando de esta sentencia.   RF
12798-12. CONCURSO. ACUSA QUE PESE A QUE CUMPLE CON LOS ERQUISITOS NO SE LE PERMITE PARTICIPAR EN CONCURSO. Alega el recurrente que a pesar de cumplir con los requisitos necesarios para concursar en la plaza vacante de Profesional Jefe Servicio Civil1, código 2410-005, no se le tomó en cuenta y se nombró a una persona que estaba como suplente y que él estima no cumple con los requisitos necesarios para la misma, según lo estipulado en la Convención Colectiva que los rige.  Al respecto, este Tribunal considera que la decisión de otorgarle a su persona un nombramiento en la plaza de su interés, o a otro funcionario,  es  un  extremo  que corresponde determinar a las autoridades recurridas y no a esta Sala. Se declara sin lugar el recurso. SL
12804-12. NOMBRAMIENTO. ACUSA QUE FUE VÍCTIMA DE UN CESE LABORAL ILEGÍTIMO. Alega la recurrente que desde el 2006 estuvo nombrada, de manera interina, como Profesora de Preescolar Aspirante en el Centro Educativo Palmera de la Dirección Regional Sulá. No obstante, la Asociación de Desarrollo Integral Indígena del Territorio Indígena Bajo Chirripó Cabécar, recomendó a otra funcionaria, bajo el argumento que su persona  no posee grupo profesional como docente titulada de conformidad con el artículo 120 del Estatuto de Servicio Civil ni cumple con lo que establece el Convenio 169 de la OIT y el Decreto 22072-MEP. Ante esto, se dispuso el cese de su nombramiento para el cursolectivo 2012. Estima esta Sala que el cese es legítimo, por cuanto la recurrente no cumple todos los requisitos para el nombramiento y, en mayor grado, no cuenta con la anuencia de la Asociación de Desarrollo Integral Indígena del Territorio Indígena Bajo Chirripó Cabécar. Se declara sin lugar el recurso. SL

12808-12. NOMBRAMIENTO. CESE DE NOMBRAMIENTO EN OFICINA DE ATENCIÓN A LA VÍCTIMA DEL PODER JUDICIAL. Alega la amparada que participó en el concurso  número 02-2012, a fin de obtener nombramiento en propiedad  como profesional en psicología; no obstante,  no fue nombra para tal efecto y fue cesada de su puesto, por lo cual estima que hubo manejo contrario a derecho por parte de las autoridades accionadas durante dicho concurso. Asimismo, alega que solicitó al Jefe de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito acceso al expediente del procedimiento de selección de personal; empero, le fue denegada tal solicitud. Al respecto, esta Sala considera que no le lesionan los derechos fundamentales de la amparada por la falta de nombramiento en propiedad en el puesto reclamado,  pues  se  realizó  un  concurso  en  el  cual  participó  en  Igualdad  de condiciones, pero se advierte una lesión a sus derechos fundamentales en el nombramiento interino realizado  por la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito del Poder Judicial ya que lo procedente era que la amparada continuara desempeñándose en el puesto que lo hacía, hasta tanto el funcionario nombrado en propiedad concluyera el curso  de inducción. En cuanto al acceso del expediente, se informó que a autoridad accionada no posee el expediente administrativo del proceso de selección y nombramiento en propiedad, pues dicha información es manejada por el Departamento de Gestión Humana del Poder  Judicial, de modo  que no es posible otorgar tal documentación. Se declara parcialmente con lugar el recurso,  únicamente en lo referente al nombramiento interino realizado en la plaza número 360077, por el periodo del 16 de julio al 20 de agosto de 2012. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

12811-12. DESPIDO. DEJAN SIN EFECTO NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que desde mil novecientos ochenta y ocho, ingresó  a  laborar  a  la  Universidad  de  Costa  Rica,  donde,  a  la  fecha  de interposición de este asunto, ocupa una plaza en propiedad como Jefe B. Señala que, mediante oficio R2013-2012, fue trasladado de su puesto en la Rectoría de dicha institución al Centro de Investigación en Tecnología de Información y Comunicación (CITIC); razón por la cual, posteriormente,  se dejó sin efecto y de forma inmediata su nombramiento en la plaza de Jefe B. En el presente caso, no quedó acreditado que se efectuarán las evaluaciones de desempeño que pudieren fundar un cese objetivo sin debido proceso,  por el contrario,  las evaluaciones no fueron realizadas por razones no atribuibles al funcionario. De manera que no se tiene por demostrado  que el amparado  tuviera un mal desempeño o bajo rendimiento  en  la  plaza  que  se  adjudicó  vía  concurso  público.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Rector de la Universidad de Costa Rica, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, restituir al accionante en el pleno goce de los derechos fundamentales.  CL

12923-12. NOMBRAMIENTO. ACUSA QUE NO SE LE OTORGÓ PUESTO POR RAZONES DE SALUD. Alega el recurrente que está siendo discriminado en el Instituto Costarricense de Electricidad, pues no lo contratan para un puesto en esta institución debido a un criterio médico con el que no está de acuerdo. Al respecto, este Tribunal verifica que no ha existido violación al principio de igualdad en el presente caso. Se acreditó que el recurrente no fue contratado  para el puesto debido  a que el criterio del Servicio Médico Ocupaciones  del Instituto Costarricense de Electricidad fue no recomendarlo por su situación de salud. Lo anterior, porque al recurrente se le realizaron unos exámenes médicos donde presentó alteración en el barrido y alteración auditiva. Por ende, el Servicio Médico Ocupaciones estableció que al correlacionar la lesión auditiva bilateral identificada con las características a ruido que demanda el puesto, su entorno y equipo  utilizado,  y  de  acuerdo  a  los  estudios  de  Ruido  realizado  por  el Departamento de Salud Ocupaciones en donde se identifica niveles de presión sonora superior a 85 DB(A) que se establecen en el Reglamento para Control de Ruido y Vibraciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se determinó que, a futuro, la salud del colaborador de manera integral podría estarse viendo afectada o bien agravarse la lesión auditiva identificada.  Se declara sin lugar el recurso. SL 

13097-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. INTROMISIÓN EN VIDA PRIVADA  DE FUNCIONARIO JUDICIAL. El recurrente manifiesta, que el Tribunal recurrido inició en su contra un proceso disciplinario, para lo cual se tomó como base en forma indebida, un seguimiento, vigilancia y control suyo, tanto en horario de almuerzo como de descanso sea en Puntarenas, al mediodía, de las once horas treinta minutos a las trece horas, como después de la jornada laboral a partir de las dieciséis horas treinta minutos, violando su intimidad, su decoro, el alcance comprensivo de la independencia del juez, el debido proceso, la proporcionalidad, racionalidad como principios constitucionales y con todo ello la misma jurisprudencia de la Sala Constitucional.  Manifiesta que la investigación preliminar se metió incluso con su vida privada  y familiar en forma desproporcionada  Dice que el traslado de cargos del veintisiete de marzo de dos mil doce notificado el siete de mayo pasado, tiene su origen y se fundamenta en toda la información obtenida por fijos y seguimientos en horas no laborales y además todo está basado en un informante anónimo que tuvieron al frente y del que no se le suministró la identidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se  declara  parcialmente  con  lugar  el  recurso.  Se  le  ordena al Presidente del Tribunal de la Inspección Judicial, abstenerse de incurrir nuevamente en los hechos que sirvieron de base para la estimatoria de  este recurso.    CL Parcial

               12374-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. IMPEDIMENTO PARA PARTICIPAR EN JUNTAS DIRECTIVAS. Alega la  que mediante resolución de las 10:30 horas del 17 de agosto de 2010, la División Jurídica de la Contraloría General de la República, ordenó la apertura de un procedimiento administrativo en su contra, por considerar que, como miembro de la Junta Directiva del Instituto Costarricense de Turismo, tenía impedimento para ocupar cargos  en juntas directivas o ser accionista  en empresas privadas que prestaran servicios a entidades estatales de conformidad con lo previsto en el artículo 18 de la Ley 8422, Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, prohibición que estima irrazonable y desproporcionada. Con base en las consideraciones esbozadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL  


12370-12. CONCURSO. ACUSA QUE NO LE PERMITEN PARTICIPAR EN CONCURSO INTERNO. Alega el recurrente que la Sección de Reclutamiento y Selección de Personal de la Municipalidad de San José no le permitió participar en el concurso interno realizado para nombrar a las personas que ocuparían las plazas de Asistente Técnico Administrativo y Técnico Municipal 2, por cuanto ocupa un puesto en forma interina y que, únicamente, los funcionarios nombrados en propiedad pueden participar en los concursos internos conforme lo dispone el artículo 118 del Código Municipal en relación con el artículo 51, incisos a) y b)de la Quinta Convención Colectiva de la Municipalidad de San José y 7 del Reglamento de Carrera Administrativa. Se cita la sentencia No. 2011-013799 de las 14:59 horas el 12 de octubre de 2011, esta Sala declaró parcialmente con lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta por la recurrente y anuló el artículo 7 del Reglamento de Carrera Administrativa -que obstaculizó su participación, como funcionaria interina, en dos concursos internos promovidos por la Municipalidad-, de manera que este amparo debe estimarse, por las mismas razones expuestas en la acción. Se declara con lugar el recurso. CL

12520-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. ACUSA QUE SE RECHAZÓ LOS RECURSOS PLANTEADOS EN CONTRA DEL AUTO DE APERTURA DEL PROCESO SEGUIDO EN SU CONTRA. Alega el recurrente  que  la Administración recurrida rechazó de forma ilegítima los recursos presentados contra el auto de apertura del procedimiento, así como contra la contestación del traslado de cargos. Con base en las consideraciones esbozadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Órgano Director del Procedimiento Administrativo Disciplinario de la Municipalidad de La Cruz, o a quien en su lugar ejerza el cargo, admitir el documento de contestación de traslado de cargos presentado por el recurrente el pasado 16 de agosto, como parte de la documentación de descargo, a fin de que sea tomada en cuenta  dentro del procedimiento administrativo tramitado en su contra. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL PARCIAL

12622-12. REESTRUCTURACIÓN. FALTA DE ESTUDIO TÉCNICO EN EL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCIÓN.  Señalan los recurrentes que en sesión ordinaria número 2776 de la Junta Directiva  del Consejo Nacional de la Producción, se acordó, por artículo 9, incisos c) y d) lo siguiente: "ejecute: c.3) Elaborar una justificación técnica que sirva de respaldo para la propuesta de movilidad laboral voluntaria y movilidad laboral  horizontal  voluntaria,  incluyendo  su  impacto  en  los  proyectos y programas que desarrolla el CNP («) d) Instruir a la Administración llevara cabo el estudio técnico para implementar el informe DFOE-ED-40-2006dela CGR". Dicen que se solicitó un estudio técnico que sirva de respaldo para la propuesta, de forma tal que se ordenó hacer un informe, en lugar de un estudio técnico que determine lo establecido en el informe señalado, por lo que el recurrido ha decidido recortar a toda costa personal, a un y cuando ello vaya en detrimento del cumplimiento  de los fines y objetivos de la institución, lo cual atenta contra la seguridad alimentaria del país y los derechos de los trabajadores, pues la decisión de recortes de personal sin la justificación técnica que ha servido de fundamento para la propuesta de reestructuración ha sido resaltada y demostrada por la Defensoría de los Habitantes. Indican que para la elaboración de los instrumentos de evaluación de puestos para los cambios a realizar, no se dio audiencia al Sindicato SIPROCNP, sino, que, solamente, al SINCONAPRO, con lo que se violó su derecho a ser representados. Con base en las consideraciones esbozadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto. SL.

12416-12. SINDICATOS. SEPARACIÓN DE CARGO SIN DEBIDO PROCESO Y SIN DERECHO DE DEFENSA.  Alega el recurrente que la Junta Directiva del Sindicato de Trabajadores de la Empresa Pública y Privada de modo arbitrario los separó del cargo del Comité del Sindicato recurrido en la empresa Wackenhut S.A., sin haber instaurado de previo un procedimiento, en que se respetaran todas las garantías del derecho de defensa. En el caso concreto, la Sala Constitucional no aprecia en el caso presente ninguna situación ilegítima que viole o amenace la libertad sindical de los tutelados  o su derecho  al proceso debido. Se declara sin lugar el recurso.  SL

12427-12. INTERINOS. ACUSA QUE SE LE CESÓ NOMBRAMIENTO EN PERÍODO DE INCAPACIDAD. Alega el amparado que fue cesado de su trabajo mientras se encontraba incapacitado. El recurrente demandó la tutela de sus derechos al trabajo y al debido proceso,  pues, en su criterio, se le cesó por encontrarse incapacitado para laborar. Este Tribunal ha mantenido, invariablemente, la tesis de la estabilidad impropia de los trabajadores interinos del sector público, en el sentido que no pueden ser removidos de sus puestos para ser sustituidos por otros funcionarios, también designados provisionalmente,  si no existe una causa legítima para esa remoción. Se citan las sentencias 2005-11450, 2006-4050 y 2007-7650. Al respecto,  se encuentra plena e idóneamente demostrado que el Alcalde Municipal de Puntarenas ordenó el cese del amparado, pese a que no consta fehacientemente que hubiesen variado las circunstancias  que  motivaron  su  nombramiento. Se declara con lugar el recurso. Se anula el cese de nombramiento  del amparado y se le restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

12482-12. INTERINOS. CESE DE NOMBRAMIENTO SIN JUSTIFICACIÓN. Alega la recurrente que laboró en forma interina para la Municipalidad de Limón. Indica que en forma intempestiva y sin mediar notificación alguna, fue despedido del puesto que desempeñaba en el ente municipal. Se cita la sentencia 2000-04951. Al respecto, se tiene por acreditado que se dispuso  despedir al recurrente, sin que se haya informado ni justificado las razones de tal determinación. Omitir prorrogar  una relación de interinazgo, arbitrariamente, sin que se esté ante los supuestos  de sustitución  de  interinos  ampliamente  desarrollados  por  esta  Sala,  resulta evidentemente violatorio del principio de estabilidad laboral impropia en la función pública. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Limón, o a quien ocupe esos cargos,  la reinstalación inmediata del recurrente en el puesto que venía ocupando interinamente, cargo: operador de equipo móvil 2. CL
12456-12. DESPIDO. ACUSA QUE FUE DESPEDIDO POR APARENTE FALTA DE IDONEIDAD PARA REALIZAR FUNCIONES POLICIALES. El recurrente aduce que trabaja para el Ministerio de Seguridad Pública, donde el Departamento de Salud Ocupacional lo declaró no idóneo para realizar funciones policiales. En virtud de ello ha solicitado ante el citado Ministerio -y ahora ante este Tribunal- su despido  con responsabilidad patronal, sin que se haya aprobado y, por el contrario, se abrió un procedimiento administrativo en su contra. En la especie, esta Sala no considera que los derechos fundamentales del amparado hayan sido lesionados; toda vez que, no puede este Tribunal analizar las consecuencias  laborales  que  la  declaratoria  de  falta  de  idoneidad  para funciones acarreará para el accionante. Se resalta nuevamente, que la pretensión de fondo del amparado es que se le despida con responsabilidad laboral, extremo que se escapa del ámbito de competencia de este Tribunal, en virtud de lo anterior lo procedente es declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. SL 
12414-12. SANCIÓN. ACUSA QUE SE LE APLICÓ UNA AMONESTACIÓN ESCRITA SIN DEBIDO PROCESO Y SIN DERECHO DE DEFENSA. Alega la recurrente que  el pasado mes de junio la Directora del Liceo recurrido le comunicó una amonestación verbal, sin otorgarle previa audiencia a fin de que pudiera ejercer su derecho de defensa. Se cita la sentencia Nº 2010-007339. Del estudio del expediente, considera este Tribunal que en el presente asunto se lesionó el derecho de defensa de la recurrente. Conforme se desprende de los hechos probados a la recurrente, se le hizo una amonestación verbal debido al incumplimiento de las funciones tribuidas a su puesto, sin que para ese efecto, se le otorgara la oportunidad de ejercer su derecho de defensa. Asimismo, quedó acreditado que en virtud de dicha amonestación la recurrente debía firmar un libro de actas donde consta la mencionada amonestación, la cual incluso cuenta con el sello de la supervisión del circuito. En virtud de esa situación y atendiendo la Jurisprudencia de este Tribunal, dicha situación configura una   lesión al debido proceso y derecho de defensa dado que, se ha establecido que para imponer una sanción la Administración debe instruir un procedimiento contra el servidor en el que pueda ejercer su defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula llamada de atención verbal contenida en el acta número 15-2012-060- del libro de actas correspondiente al tomo II de Registro de llamadas de Atención Verbal a funcionarios del Título I y II por parte de Jefaturas del Liceo Cuatro Bocas. CL
DERECHO PENAL
13721-12.  PRISIÓN PREVENTIVA. FUE PRORROGADA SIN AUDIENCIA.  El recurrente asegura que en el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José se tramita causa penal en contra del amparado y que fue rechazada la gestión planteada ante el Tribunal de Apelaciones. Señala que fue condenado y se le impuso 6 meses de prisión preventiva con vencimiento al 20 de setiembre de este año y que no se ha notificado a su defensa, resolución alguna relativa a  la  prorroga  de  la  prisión  preventiva, motivo  por  el cual, estima que su representado se encuentra privado de su libertad en forma ilegítima. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
13723-12. PRISIÓN PREVENTIVA. ESTUVO DETENIDO SIN RESOLUCIÓN QUE FUNDAMENTARA LA MEDIDA.   La recurrente, defensora pública del amparado, argumentó que el Juzgado Penal de Siquirres no ordenó la libertad del tutelado al momento de vencer la prisión preventiva y lo mantuvo en prisión, pese a que no existía solicitud de prórroga por parte del  Ministerio Público. Agregó, que debido a su gestión, lo puso en libertad, pero, de inmediato, el Ministerio Público, sin motivo, lo aprehendió de nuevo y el Juzgado volvió a dictar prisión preventiva.   Se declara parcialmente con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado, únicamente por haberlo mantenido privado de libertad sin resolución que así lo dispusiera. CL Parcial
13731-12.  PRISIÓN PREVENTIVA. DICTADA DE OFICIO EN VIRTUD DE LA REBELDÍA DEL IMPUTADO.   El recurrente adujo que, el Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Pavas, le impuso a la tutelada, una medida cautelar de prisión preventiva, a vencer el 20 de noviembre de 2012, basado solamente en su declaración de rebeldía y, sin celebrar la  audiencia  oral  respectiva.  Se citan los votos 7451-11 y 3399-11. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL
11507-12. SALARIO. REBAJO DE INCAPACIDADES. CAMBIO DE CRITERIO. En este caso, existen dos temas que deben ser analizados: 1) la posibilidad para la Administración de hacer rebajos por sumas pagadas de más; y 2) la necesaria comunicación que debe existir al trabajador, sobre los montos adeudados y la forma en que se procederá a su rebajo. En lo que se refiere al primer extremo, la Sala había venido sosteniendo el criterio de que dada la existencia de un vacío legal para establecer los montos deducibles de los salarios de los trabajadores -que en la práctica se ha traducido en la rebaja de sumas desproporcionadas e irrazonables, como lo que se denuncia en este amparo-, resultaba de oportuna aplicación la regla establecida en el artículo 172 del Código de Trabajo, la cual se adoptó entonces como parámetro de proporcionalidad. Sin embargo, bajo una mejor ponderación de los hechos en concreto, la Sala reconsidera el criterio supra indicado, lo anterior por considerar ahora que la valoración sobre la proporcionalidad o razonabilidad de los montos de dinero que se rebajan por concepto de incapacidades, como los que se le han aplicado quincenalmente a la recurrente, está referido a un extremo propio de legalidad respecto del cual esta Sala no tiene competencia para pronunciarse, sobre todo cuando se toma en cuenta que la naturaleza sumaria del recurso de amparo, no permite la práctica de diligencias probatorias lentas y complejas. Por tales razones, en cuanto a este punto en concreto el amparo debe ser desestimado. Por otra parte, en lo que se refiere al segundo extremo planteado en el amparo, sea la necesaria comunicación que debe existir al trabajador, sobre los montos adeudados y la forma en que se procederá a su rebajo, debe recordarse que si bien, la Sala ha aceptado que la Administración puede recuperar por medio del rebajo salarial, los montos pagados en exceso para lo que no se requiere seguir el procedimiento ordinario que fija la Ley General de la Administración, lo cierto es que también ha aclarado que, tales rebajos, son aceptables siempre y cuando se comunique previamente al trabajador –al menos- las sumas adeudadas, el número de tractos en los que procede el reintegro, el monto mensual de la deducción y la suma a deducir mensualmente que le permita recibir un monto de salario suficiente para satisfacer sus necesidades básicas. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos y a Catalina Chinchilla Casares en su calidad de Jefa del Departamento de Control de Pagos, ambos del Ministerio de Educación Pública, que dentro del plazo de tres días contado a partir de la notificación de esta resolución, enderecen los procedimientos a fin de comunicar a la recurrente, como es debido, sobre los montos pagados de más, el saldo que adeuda y la forma en que se procederá a su cancelación definitiva.  En todo lo demás se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo, Cruz y Castillo lo declaran con lugar en todos sus extremos. CL Parcial

13188-12. CONCURSO. IMPOSIBILIDAD PARA PARTICIPAR EN CONCURSO DE PLAZA VACANTE QUE OCUPA, POR SU CONDICIÓN INTERINA. Alega la recurrente que el hecho de condicionar su participación en el citado concurso por su condición de servidora interina de la función pública, lesiona sus derechos fundamentales de igualdad ante la ley y no discriminación, Al respecto, la Sala ha señalado que la exclusión que se hace de personal interino en esos procedimientos, es abierta y groseramente lesiva de los derechos fundamentales de la categoría de los trabajadores interinos,  pues si la función de esos mecanismos es precisamente el elegir y nombrar al candidato que mejores méritos y cualidades reúna para el puesto,  excluir automáticamente a funcionarios únicamente por la modalidad  de su nombramiento, obstaculiza  la consecución de dicho objetivo. Se citan las sentencias Nº 1230-1994 y 1775-1994. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General, a la Directora de Recursos Humanos y al Jefe del Departamento de Talento Humano, todos de la Refinadora Costarricense de Petróleo, o a quienes en su lugar ejercieran esos cargos, proceder  de manera inmediata a: 1) anular cualquier decisión que se hubiera adoptado en relación con la plaza de Profesional 2 en el Departamento de Relaciones Laborales; y a 2) iniciar un proceso de selección de la persona que la ocupará de conformidad con la jurisprudencia constitucional, permitiendo la participación de la recurrente y de las demás personas, propietarias o interinas, que estuvieren interesadas en ocuparla y que  cumplieran  con  los  requisitos  exigidos  para  ello.  CL 
 13141-12. CONCURSO. ACUSA QUE NO SE LE PERMITE PARTICIPAR EN CONCURSO DE PLAZA QUE OCUPA COMO INTERINA. Alega el recurrente que labora para la institución recurrida desde el mes de setiembre del 2007, en una plaza interina como Gestora de Turismo 2. Manifiesta que, 17 de julio anterior, se reclutó para participar en el concurso de dicha plaza; no obstante, se le indicó  que no se le permitiría concursar por la referida plaza, lo anterior, pese a que ha presentado pruebas de su experiencia de casi 5 años en dicho puesto. Arguye que en fecha 27 de julio de este año, apeló tal decisión; sin que a la fecha de presentación de este recurso se le haya resuelto.  Al respecto, este Tribunal logró acreditar que la negativa de la Administración de aceptar la oferta de la recurrente en el concurso mencionado no se debe a su condición de interina ni a un menoscabo de sus derechos, sino simplemente al hecho de que no cumple con los requisitos académicos exigidos para ese puesto en concreto, toda vez que la recurrente es profesional en Antropología y para esa plaza, según el Manual de Puestos y el cartel, se requiere un profesional en Administración de Negocios. Se declara sin lugar el recurso. SL 
13200-12. DESPIDO. ACUSA QUE NO SE LE ENTREGÓ CARTA DE DESPIDO. Alega el recurrente que solicitó una reunión con el propietario de la empresa para la cual labora, con el fin de externarles su posición respecto al pago de horas extra y viáticos. Acusa que ese día se le informó que se encontraba despedido, sin embargo, no se le entregó su carta de despido. Al respecto, este  Tribunal ha hecho hincapié en la obligación que tienen los patronos de entregar a sus trabajadores la carta a la que hace referencia el numeral 35 del Código de Trabajo, en el momento en que éstos sean despedidos,  pues dicho documento  constituye un derecho derivado del artículo 56 de la Carta Magna. Se cita la sentencia 2011-7966.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente con facultades de Apoderado Generalísimo sin Límite de Suma de Inversiones Cupertino Sociedad Anónima,  o a quien ocupe su cargo, que dentro del plazo de TRES  DÍAS, contado  a partir de la notificación de esta sentencia, entregue al amparado la carta de despido prevista por el artículo 35 del Código de Trabajo. CL 
13239-12. IUS VARIANDI ACUSA QUE FUE OBJETO DE UN TRASLADO LABORAL ARBITRARIO.  Alega la recurrente que la Dirección General de Adunas decretó su traslado de la sede de Paso Canoas a la sede Central a 350 kilómetros, sin realizar previamente una audiencia y sin motivar correctamente dicha decisión. Con relación al ius variandi, esta Sala ha reconocido que la Administración tiene potestad  para realizar cambios en las condiciones laborales de los funcionarios según las necesidades institucionales; sin embargo, estos deben respetar las condiciones  mínimas del contrato  laboral, tales como salario, funciones y ubicación geográfica. Se cita la resolución 2008-5666. En el presente asunto, esta Sala sí considera que la autoridad recurrida lesionó los derechos fundamentales de la  amparada  con  el  traslado  decretado  en  la  resolución número RES-DGA-179-2012. Lo anterior toda vez que en dicha resolución se dispuso trasladar a la accionante de la Dirección General de Aduanas de Paso Canoas  a la Aduana Central, que se localiza a 350 kilómetros de distancia. Con relación a los demás elementos mínimos que integran el contrato de trabajo, tales como el salario, las funciones, dicha resolución es omisa. Tampoco  expone las razones concretas  que llevaron a tomar la decisión del traslado de la amparada, limitándose a exponer la normativa que faculta a la Administración a trasladar de manera unilateral a sus funcionarios Se declara con lugar el recurso para efectos indemnizatorios. CL
13148-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. APERTURA DE PROCEDIMIENTO POR FORMAR PARTE DEL SINDICATO DE LA ANEP. Alega el recurrente que el amparado es dirigente del Sindicato de la Asociación Nacional de Empleados  Públicos y Privados (ANEP). Aduce que, el 21 de noviembre del 2011 se le notificó el inicio de un procedimiento administrativo con el fin de sancionarlo o despedirlo de su puesto, ello en virtud de las luchas sindicales que ha realizado. Se citan las sentencias 15-1990 y 1739-1992. Al respecto se acredita que el amparado fue debidamente advertido de los hechos irregulares en que estaba incurriendo en el ejercicio de sus funciones, siendo que finalmente, mediante resolución número AMH-0173-12 del 9 de febrero del 2012, notificada al interesado el día siguiente, se inició el procedimiento disciplinario en su contra por considerarse  que esas irregularidades, podrían derivar en eventuales faltas laborales, siendo acusado de falta de respeto y lealtad, injuria laboral, difamación y acoso moral o laboral contra su superior inmediato, violación de deberes como funcionario público y un eventual incumplimiento de deberes y obligaciones como policía  municipal,  estimando  que  su  actuar  podría  afectar el  debido funcionamiento interno del servicio público, pérdida de confianza al vulnerarse el principio de buena fe, así como por la falta de respeto hacia compañeros municipales. Finalmente, se indica que el amparado no puede pretender que por el hecho de ser miembro o dirigente de un sindicato, goza de una suerte de inmunidad respecto  de la infracción a sus obligaciones laborales, o que no puede iniciarse un eventual procedimiento administrativo en su contra de estimarse que ha cometido una falta disciplinaria. Se declara sin lugar el recurso. SL 
13117-12. CALIFICACIÓN. IMPOSIBILIDAD PARA SER NOMBRADO EN PUESTO QUE VENÍA DESEMPEÑANDO PORQUE NO SE TOMÓ EN CUENTA SUS ESTUDIOS, NI SU EXPERIENCIA PROFESIONAL. Alega el recurrente que se desempeña, en forma interina, en el puesto No. 501639 como Médico Veterinario 1 de la Dirección Cuarentena Animal del Servicio Nacional de Salud Animal. Señala que dentro del cumplimiento del Decreto No. 36320-MTSS  fue convocado  para realizar las pruebas psicométricas. A pesar que obtuvo un 92.91 en el resultado de esas pruebas, quedó en el puesto 48 del registro de elegibles, lo que le imposibilita integrar la terna para ocupar el puesto en el que, actualmente se desempeña. Reclama que en esa calificación no se ponderaron elementos como su experiencia profesional  ni  sus  atestados académicos, lo que en su criterio, cercena la posibilidad de acceder a una terna o nómina para el puesto que ocupa. Al respecto, se comprueba que los estudios del amparado sí fueron valorados por la Dirección General de Servicio de Civil en la calificación obtenida. y, aunque se echa de menos la consideración de la experiencia profesional, según se informó bajo juramento, no se precisa ni exige ese requisito para el puesto de interés del amparado. En mérito de lo expuesto, se impone desestimar el recurso planteado. Se declara sin lugar el recurso. SL.
13150-12. NOMBRAMIENTO.  INTERINO POR INTERINO EN EL PODER JUDICIAL. El recurrente alega que desde el 15 de noviembre de 2010 al 30 de junio de 2012, estuvo nombrado de manera interina e ininterrumpida, en la plaza No. 85735 en el Juzgado Contravencional de Menor Cuantía de Carrillo. No obstante, el 3 de agosto de 2012 se le informó que a partir e ese mes, dicha plaza sería ocupada por otro servidor interino. Considera el recurrente que tenía derecho a la prórroga de su nombramiento interino en esa plaza, por lo que estima lesionado su derecho a la estabilidad impropia. Al respecto, se tiene por acreditado que dicho nombramiento se interrumpió durante julio de este año porque estaba pendiente de resolver una gestión planteada ante el Consejo Superior del Poder Judicial para que autorizara la prórroga de esa plaza. Posteriormente, al autorizarse la prórroga de esa plaza a partir del 1 de agosto de 2012, se nombró  a otra funcionaria que calificaba para el puesto,; razón por la cual,  se descarta arbitrariedad o ilegitimidad del nombramiento impugnado, pues, el nombramiento se interrumpió por un mes y el recurrente se ausentó del despacho durante ese tiempo. SL.  

13179-12. INCAPACIDADES. ACUSA QUE NO SE LE CANCELA SUBSIDIO CORRESPONDIENTE A LICENCIA DE MATERNIDAD. Alega la recurrente que a pesar de que se le otorgó licencia por maternidad a partir del 11 de junio anterior, a la fecha las autoridades recurridas  no le han pagado el subsidio correspondiente. Al respecto, se tienen por acreditado que el período del 11 al23 de junio de 2012, fue debidamente cancelado a la amparada y se tramitó el pago de subsidio correspondiente  al período del 24 al 29 de junio de 2012, para ser pagado en la primera quincena de octubre de 2012; y finalmente, se tiene que el pago del período del 30 de junio al 11 de octubre de 2012, se encuentra en proceso de revisión y firmas. De esta forma, se observa que contrario a lo alegado por la parte recurrente, el Ministerio accionado ha venido tramitado el pago del subsidio correspondiente a la licencia por maternidad de la amparada, incluso con anterioridad a la interposición del presente amparo, del cual ya recibió una parte. Por su parte, las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social no procedieron al pago del subsidio de la recurrente por cuanto el Ministerio de Educación Pública la reportó cesante a partir del 01 de junio de 2012. Se declara con lugar el recurso, únicamente en contra del Ministerio de Educación Pública. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien en su lugar ejerza dicho cargo, que en forma inmediata, adóptelas medidas necesarias y acredite ante las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social los nombramientos efectuados a la recurrente durante el mes de junio y anteriores de 2012, a fin de que en esa instancia se proceda con el pago correspondiente al subsidio  de incapacidad por maternidad de la amparada. CL
13395-12.  SINDICATO. PROHIBICIÓN PARA ENVIAR CORREOS MASIVOS Alega la recurrente que en el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados  bloqueó  el envío de correos masivos  a todos  los trabajadores (pudiendo enviar solamente a los afiliados) y ante consulta se les indica que la junta directiva 2011-050 del 25 de octubre de 2011, artículo 4, inciso 4.3, dispuso bloquear los correos electrónicos masivos que envía el sindicato amparado. Se citan las resoluciones 2011-013126 y 2008-016871. Al respecto, se tiene por acreditado que, al Sindicato amparado  se le permitía el envío de correos masivos a todos los trabajadores de la Institución, pero que, posterior anoviembredel2011, solamente se les permitió el envío de correos a sus afiliados, no así al resto de trabajadores. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva, al Gerente General y Apoderado Generalísimo sin límite de suma y al  la Directora de Comunicación Institucional, todos del  Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quienes en su lugar ocupen estos cargos, restablecer y permitir que el Sindicato de Profesionales del Instituto Costarricense  de Acueductos  y Alcantarillados pueda enviar correos masivos a todos los trabajadores de la institución, relacionados con denuncias y demás funciones propias de su cargo. Además, abstenerse  de incurrir en las conductas que dieron mérito para acoger el presente amparo. CL
13409-12. SANCIÓN. AMONESTACIÓN VERBAL CON COPIA A EXPEDIENTE PERSONAL. Alega el recurrente, quien es funcionario del Instituto Costarricense de Electricidad, que pese a que fue amonestado, verbalmente, por el Coordinador de Mantenimiento de la Sub Región Palmar Norte de Osa del ICE, mediante nota No. 1713-028-2012 de 20 de agosto de 2012 se le previno que en su caso se aplicaba lo  dispuesto  en  los  artículos 30-2  y  30-4  del  Estatuto de Personal con   copia   a su expediente, sin que para ese efecto, se siguiera el debido proceso. Estima lesionado su derecho de defensa.  Se cita la resolución No. 6511-06. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Coordinador del Área de Mantenimiento Subregión Palmar Norte, o a quien ocupe  su cargo,  suprimir el oficio No. 1713-028-2012 del expediente personal del recurrente. CL
13430-12. NOMBRAMIENTO. ACUSA QUE NO SE LE PERMITIÓ PARTICIPAR EN CONCURSO La recurrente aseguró que, las autoridades del Patronato Nacional de la Infancia, le impidieron presentar sus atestados, con el fin de participar en el concurso para el nombramiento en propiedad en una plaza de Psicólogo de la Oficina Local de la entidad, ubicada en Heredia. Reclamó que se tomó la referida decisión, debido a que su esposo  es chofer en la citada dependencia. En el caso concreto, se constata que, Patronato  Nacional de la Infancia, no convocó a concurso alguno, sino que se trato de la designación de un funcionario, en calidad de interino, como Psicólogo, dado el traslado de otro servidor. De otra parte, tampoco lleva razón la recurrente al indicar que la autoridad recurrida se negó a recibir sus atestados, pues ésta enfatizó que los mismos fueron recibidos.  Ahora bien, en tanto a la imposibilidad de optar por el nombramiento interino al cual se hizo referencia, esto se verificó debido a que el esposo de la tutelada es chofer en la Oficina Local donde  ella pretendía laborar, por lo que, al ser posible que, en determinadas  circunstancias,  se  verifique  una  relación  de  jerarquía,  su ofrecimiento fue denegado. Se declara sin lugar el recurso. SL
13167-12. DERECHO DE DEFENSA. ACUSA QUE NO SE LE BRINDÓ ASISTENCIA CONSULAR EN EL PROCESO PENAL SEGUIDO EN SU CONTRA El recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales, en virtud de que es una persona extranjera y que en ningún momento durante el proceso que se tramita en su contra, se le comunicó de su derecho constitucional a recibir asesoría por parte de un profesional del Consulado o Embajada de su país.  Se cita la sentencia Nº 2012-004057. En el caso concreto queda claro que el aquí tutelado es de nacionalidad nicaragüense y que, como  tal, en el marco  de las garantías judiciales mínimas y el respeto al debido proceso legal, tenía derecho a ser informado de su derecho  a comunicarse  y a solicitar la asistencia de las autoridades consulares del Estado de su nacionalidad. Sin embargo, de los propios informes rendidos  por las autoridades recurridas,  se desprende,  que al momento de privar de libertad al aquí investigado, ni antes de que éste rindiera su primera declaración ante la autoridad recurrida, se le reconoció su derecho a la información sobre la asistencia consular y a acceder al funcionario consular, con el fin de procurar dicha asistencia, ni tampoco se reconoció el derecho del Estado de Nicaragua de asistir al amparado en su condición de nacional, a través de las actuaciones del funcionario consular. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Fiscal Auxiliar de la Fiscalía Adjunta de San Ramón y a la Coordinadora del Juzgado Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Sede San Ramón, comunicar en forma INMEDIATA al Consulado de Nicaragua en Costa Rica la situación del amparado. El Magistrado  Rueda Leal, salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
13288-12. DETENCIÓN. POR UN PLAZO MAYOR A VEINTICUATRO HORAS, SIN PASARLOS A LA AUTORIDAD JUDICIAL COMPETENTE. Alega el recurrente que los amparados fueron privados de su libertad, aproximadamente, al ser las 16:00 hrs. del día viernes 7 de setiembre de 2012, siendo que, al momento de interposición del recurso de habeas corpus, a saber, las 19:45 hrs. de 8 de setiembre de 2012, no habían sido puestos  a la orden de autoridad jurisdiccional competente y no se les había resuelto su situación jurídica. Cuestiona que los tutelados se encuentran privados de su libertad sin una decisión fundamentada de autoridad jurisdiccional competente. Se cita la sentencia No. 5219-96. Al respecto,  la decisión del Tribunal Penal de Flagrancias resultó ilegítima, en el tanto, los tutelados permanecieron privados de su libertad todo el fin de semana sin que se resolviera su situación jurídica, superándose el plazo de 48 horas previsto  en  el  artículo 238  del  Código  Procesal  Penal.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. CL. Parcial
13233-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO.  Alega la recurrente que dada la situación de su patrocinado al permanecer 22 meses privado de libertad como medida cautelar, sin una sentencia firme y que actualmente, por el contrario ha  quedado sin efecto por ordenarse el juicio de reenvío por parte del Tribunal de Apelación de Sentencia, lo justo, legal, razonable y proporcional en virtud del principio de   indubio pro reo, es ordenar su libertad inmediata, ya que actualmente no se cumple ninguno de los presupuestos para mantenerlo privado de libertad. Al respecto, se acredita que la recurrente se encuentra inconforme con el razonamiento desarrollado en las decisiones judiciales que han prolongado, inclusive, existiendo una orden de juicio de reenvío dispuesta por el Tribunal de Apelación de Sentencia recurrido. Aunado a ello, conforme lo dispone el Artículo 258 del Código Procesal Penal, el tiempo transcurrido en prisión preventiva no excede los términos legalmente previstos, e inclusive dispone que “El Tribunal de Apelación de Sentencia, excepcionalmente y de oficio, podrá autorizar  una prórroga de la prisión preventiva  superior a los plazos anteriores y hasta por seis meses más, cuando dispongan el reenvío a un nuevo juicio. Se declara sin lugar el recurso. SL
13283-12. SENTENCIA. DETENCIÓN ILEGÍTIMA. La recurrente asegura que su representado permanece ilegítimamente privado de libertad desde el 21 de agosto de 2012, pues en esa fecha venció la prisión preventiva decretada en su contra. Explica que presentó recurso de apelación y el Tribunal de Apelación de Santa Cruz, confirmó la resolución en alzada, sin prorrogar la prisión preventiva del tutelado. Posteriormente, solicitó su libertad; no obstante  lo anterior, dicho Tribunal, rechazó la gestión planteada. Estima que la privación de libertad de su representado es ilegítima, toda vez que en ese momento la sentencia penal dictada en contra del tutelado no había adquirido  firmeza, ante la entrada en vigencia de la "Ley de creación de Apelación de la Sentencia y otras Reformas  al Régimen de Impugnación e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal". Al respecto, la Sala advierte que en el caso concreto, existe una manifiesta necesidad procesal de asegurar la sujeción del imputado al proceso, toda vez que al existir una sentencia condenatoria confirmada por el ad quem, se ha dado una variación medular de las circunstancias que aumentan el peligro de fuga y acrecientan la posibilidad de que el amparado  huya de los resultados  del proceso  penal. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado, conforme lo indica en el último considerando  de esta sentencia. SL
13418-12. AUDIENCIA. PRÓRROGA DE MEDIDA CAUTELAR SIN CONVOCAR AUDIENCIA.  El recurrente reclama violación a los derechos fundamentales del tutelado, pues el Juzgado recurrido prorrogó sus medidas cautelares sin celebrar una audiencia previa, por lo que lesiona su derecho  de defensa. Al respecto, se constata la violación al derecho de defensa y deberá el Juzgado recurrido programar en este caso la audiencia oral para conocer la solicitud de prórroga de medida cautelar planteada por el Ministerio Público, a fin de garantizar  al amparado la presencia de su defensor a dicho acto. Se cita la sentencia N° 2012-000293. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Juez Penal del Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, o a quien ocupe dicho cargo, que dicte las medidas requeridas para que en el plazo de VEINTICUATRO HORAS a partir del comunicado de la parte dispositiva de esta sentencia, celebre la audiencia oral correspondiente  a la solicitud de prórroga de las medidas cautelares solicitada por el Ministerio Público en contra del tutelado. CL
13512-12. AUDIENCIA. PRISIÓN PREVENTIVA.  Alega la recurrente que en  contra  del  amparado  se  dictó  sentencia condenatoria que fue anulara por el Tribunal de Apelaciones,  sin embargo,  el Tribunal de Juicio ordenó la prórroga de prisión preventiva sin dar audiencia a las partes y sin tener en cuenta las nuevas condiciones de arraigo del tutelado. Aduce que se pudieron dar medidas menos gravosas que la prisión preventiva y que al omitirse la audiencia para la prórroga de dicha medida se vulnera los derechos fundamentales del tutelado. Se cita la sentencia N° 2008-011240. Después  de  analizar  los elementos probatorios aportados este Tribunal descarta la lesión a los derechos. De la prueba se desprende que el tutelado no ha solicitado un cambio de medida cautelar, en la que demuestre  que las circunstancias que motivaron la medida impuesta han variado, por lo que no existió lesión alguna a lo dispuesto en el numeral 39 constitucional, tal y como lo ha señalado la Sala en otras oportunidades. Se declara sin lugar el recurso. SL  
13503-12. PRISIÓN PREVENTIVA. DICTADA DURANTE LA LECTURA DE LA PARTE DISPOSITIVA. SE ACUSA QUE LA LECTURA INTEGRAL DE LA SENTENCIA SE ATRASÓ. El recurrente considera lesionados los derechos fundamentales  del tutelado, en virtud de que el 03 de setiembre pasado, fue declarado culpable del delito de venta de droga no permitida y por ello, sentenciado a 8 años de prisión. Acusa que se le revocaron las medidas cautelares que pesaban en su contra y se le impuso prisión preventiva. Alega que la imposición de dicha medida cautelar no fue fundamentada dado que se ordenó al leerse la parte dispositiva de la sentencia y no puede hacerse por referencia a la lectura integral de la sentencia, la cual, en la especie, ni siquiera existe pues el Tribunal recurrido indicó, que se difería para hacer esa lectura integralmente, cinco días hábiles posteriores. Al respecto, considera este Tribunal que no lleva razón el recurrente al indicar que el Tribunal recurrido ha lesionado los derechos  y libertades fundamentales  del tutelado, tampoco  por el hecho de que la lectura integral de sentencia que extraña, no se haya llevado a cabo el 10 de setiembre anterior y resulta totalmente de recibo para esta Cámara, dadas las circunstancias que son de conocimiento público, de que el Edificio de Tribunales de Justicia quedó seriamente afectado en su estructura por el evento sísmico del 05 de setiembre anterior y que, por ello, el Consejo Superior del Poder Judicial, mediante acuerdo  número 141 del 06 de setiembre de 2012, haya ordenado la prórroga de los plazos legales, suspendiéndolos desde  el 05 y hasta el 12 de setiembre pasado, motivo por el cual, para el 17 de setiembre anterior, fecha en la que finalmente se llevó a cabo la lectura integral de la sentencia condenatoria dictada en contra del amparado, el cómputo del plazo se encontraba dentro de los plazos legales previstos. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que no se produjo el agravio reclamado. SL
13490-12. MEDIDAS CAUTELARES. EN PROCESO CONTRAVENCIONAL LE IMPONEN COMO MEDIDA ACERCARSE A LA OFENDIDA. El recurrente reclama violación a la libertad personal de la amparada, pues se le impuso medidas cautelares a la amparada en un proceso contravencional sin otorgarle su respectivo derecho de defensa.  Al respecto,  este Tribunal considera  que la resolución que aquí pretende impugnar el recurrente, tiene su fundamento en el artículo 406 del Código Procesal  Penal que establece,  que en materia contravencional, excepcionalmente, podrán aplicarse las medidas cautelares, cuando resulte indispensable para la protección de los intereses de las partes o de la justicia, en este caso, se encuentran debidamente fundamentadas. Se declara sin lugar el recurso. SL 
12891-12. AUDIENCIA. ACUSA QUE NO SE REALIZÓ AUDIENCIA PARA CONOCER MEDIDA CAUTELAR IMPUESTA. Alega la recurrente que el amparado se encuentra privado de su libertad en forma ilegitima, ello por cuanto el Ministerio  Público no solicitó audiencia alguna para el conocimiento de la prórroga de la medida cautelar impuesta a su representado -por lo cual no existe resolución judicial que respalde su privación de libertad- ya que el 27 de agosto de 2012 se solicitó al Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de San José su libertad, y aun así sigue recluido. Al respecto, se tiene por acreditado que la privación de libertad del tutelado se sustenta en decisión jurisdiccional. SL 

12958-12. DECLARATORIA DE INEFICACIA DEL SOBRESEIMIENTO DICTADO A FAVOR DEL AMPARADO. Alega el recurrente que el defensor  privado del tutelado, alegó que el Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste  declaró, sin observar el debido proceso, la ineficacia del sobreseimiento que el Juzgado Penal de Santa Cruz había dictado a favor de su cliente. Alegó que el Tribunal declaró ineficaz el sobreseimiento al conocer un recurso de apelación, que no fue debidamente emplazado a la defensa, de manera que se lesionó, en perjuicio del tutelado, el debido proceso. Se citan las sentencias Nº 2011-05665 y No. 2011-010328. Al respecto, esta Sala no es una instancia más en el proceso  penal para corregir los posibles vicios que se presenten; razón por la cual, no le corresponde examinar si se emplazó como se debía a las partes para conocer  una apelación cuyo efecto es que el proceso  contra el tutelado continúe. Se declara sin lugar el recurso. SL
12968-12. ALLANAMIENTO. ACUSA QUE OFICIALES DEL OIJ INGRESARON A SU VIVIENDA SIN PREVIAMENTE INFORMAR LOS MOTIVOS DEL ACTO. El recurrente alega que el 4 de setiembre anterior,  ciertas  personas,  sin  previa  identificación  se presentaron a su casa de habitación y sin indicar los motivos, allanaron su morada y detuvieron  a  su  hijo -aquí el tutelado-  al  que  trasladaron  al  Organismo  de Investigación Judicial de Cartago.  Señala que se presentó a la Fiscalía, al Juzgado y a la Sub Delegación Organismo  de  Investigación  Judicial  recurridos  pero  en  ninguna  de  las instituciones se le brindó información sobre su hijo. Estima que los hechos acusados violentan la libertad del tutelado. Al respecto, el allanamiento en dicha morada se efectuó con fundamento en la resolución del Juzgado Penal de Cartago, dictada dentro de la causa penal que se  sigue por el delito de venta de drogas en contra del tutelado y en la diligencia estuvo presente el Juez Penal de Cartago, como garante de los derechos de los ocupantes del inmueble y claro está, del propio tutelado. Se declara sin lugar el recurso. SL 

13065-12. UBICACIÓN. INDICIADOS SON MANTENIDOS EN CENTRO PENAL CON RECLUSOS CONDENADOS. FIRMEZA DE SENTENCIAS EN MATERIA PENAL.  El recurrente manifiesta, que estando pendiente de presentarse y resolverse el recurso de casación a favor de los amparados, se les ubicó con las personas condenadas con sentencia firme, siendo que debe aún considerárseles como indiciados. Manifiesta que la sentencia condenatoria emitida en contra de los amparados, no esta firme y por ello, se les mantenía en un Centro de Atención Semi Institucional. No obstante, el Tribunal recurrido envió nota a los diferentes centros carcelarios en donde se encuentran privados de libertad sus representados, indicando que la sentencia estaba en firme y que los ponía a sus órdenes para el descuento de su condena. Sobre la firmeza de las sentencias en materia penal. Las instancias recursivas del proceso penal, a partir de la Ley 8837 de “Creación del Recurso de Apelación  de  la  Sentencia, otras  Reformas  al  Régimen  de  Impugnación  e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal”, han variado, de conformidad con lo que se establece en el citado cuerpo normativo. Por esta razón, es imprescindible establecer el momento jurídico en el cual adquiere firmeza una resolución en dicha materia, pues, únicamente, a partir de ahí, se podrían ejecutar los actos jurídicos posteriores o derivados de la sentencia, entre los que destaca la restricción o la libertad del sometido al proceso. De esta manera y, en atención a los mandamientos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, específicamente, del artículo 8.2.h), así como el artículo 14.5) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, es que nuestro sistema procesal penal se adecuó al respeto de dichas garantías. Es un principio general de derecho que las sentencias adquieren su firmeza, una vez agotados los recursos ordinarios dispuestos por el ordenamiento  jurídico para combatirlas, por lo que siendo la casación un recurso extraordinario, se puede indicar que la sentencia en materia penal adquiere firmeza y, por ende, es ejecutable, una vez resuelto el caso por el Tribunal de alzada, confirmando la sentencia del a quo, o bien, vencido el plazo para la apelación. Finalmente, Esta Sala resolvió, que con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, se acreditó que fue con posterioridad al fallo confirmatorio de la sentencia condenatoria por el Tribunal de Apelación de Sentencia de Santa Cruz, según voto número 278-12 de las diez horas del catorce de agosto de 2012, que se dispuso cambiar la condición jurídica de los amparados de indiciados a sentenciados, y en consecuencia procedieron a confeccionar boletas de tener a la orden de Adaptación Social a los privados de libertad,  para que así iniciaran el descuento de la pena impuesta. Aunado a ello, determinar en el caso concreto, cuál es la condición jurídica actual de los amparados y consecuentemente establecer, cuál es la ubicación penitenciaria que les corresponde, resulta ser un planteamiento que debe resolver la jurisdicción penal, en el primer caso, y las autoridades de Adaptación Social, en el segundo caso, puesta jurisdicción, y específicamente el habeas corpus, como proceso de garantía de derechos fundamentales, no tienen competencia ni son las vías jurisdiccionales idóneas para ello.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL 

13051-12. DEPORTACIÓN. EXTRANJERA DETENIDA SIN CONTAR CON DEFENSOR, NI INTERPRETE.  La recurrente alega que en agosto del año en curso, la Dirección recurrida dictó la detención administrativa en perjuicio de la amparada bajo el argumento que había entrado de forma ilegal al país, pese a que se encuentre pendiente de resolver un recurso de revisión contra la resolución que denegó la solicitud de refugio. Además, acusa que se ha violado el derecho de defensa de la tutelada, por cuanto no ha contado con un interprete ni abogado, ni asistencia consular, dado que se una extranjera de habla inglesa. En este caso, se tiene por demostrado que la tutelada fue detenida por oficiales de la Dirección de Migración, debido a que existe una orden de deportación dictada en su contra, que se encuentra firme. En virtud de ello, se dictó la resolución en la que se ordenó, como medida cautelar la detención administrativa, mientras se resuelve el procedimiento administrativo. Esto, fue notificado personalmente a la amparada por una funcionaria, que tiene dominio del idioma ingles, le explicó y leyó el procedimiento a la detenida, por lo que la amparada es conocedora de su situación. Comprueba la Sala que no se infringió el derecho al debido proceso ni de la defensa de la amparada, pues, previamente, se abrió e instituyó el respectivo expediente administrativo, en el que consta la declaración rendida por la recurrente el 23 de marzo de 2001, en la que indicó no saber leer, escribir,  entender y hablar el idioma español, por lo que para el acto se le asignó un traductor, y pudo manifestar con la asistencia de un traductor, lo que consideró pertinente. Esta Sala en su jurisprudencia, ha resuelto que la notificación de la resolución que ordena la deportación es el acto inicial del procedimiento, de manera que los actos previos no requieren de forma indispensable la presencia de un asesor en leyes.  Finalmente, con respecto a supuesta falta de resolución del recurso extraordinario de revisión interpuesto el 1 de agosto de 2011 en el Ministerio de Gobernación y Policía y Seguridad Pública, es importante aclarar que, esta Sala Constitucional, a partir de lo dispuesto en el Voto No. 17909-2010 de las 15:09 hrs. de 27 de octubre de 2010, tomó la determinación de enviar a la jurisdicción contenciosa administrativa aquellos casos en los que se alega la infracción del derecho a un procedimiento administrativo en un plazo razonable. Se declara sin lugar el recurso. SL
12487-12. AUDIENCIA. ACUSA QUE NO SE GRABÓ LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN CELEBRADA. Reclama el recurrente violación del derecho de defensa y principio de debido proceso  porque la audiencia oral -que fuera celebrada en proceso contravencional seguido en su contra y previo al juicio oral y público- no fue grabada, lo que le impidió ampliar la fundamentación de los recursos de revocatoria y apelación en abierto incumplimiento de las circulares del Consejo Superior del Poder Judicial al respecto números 92-09 y 87-10, toda vez que el superior en grado, Juez Penal de Pococí confirmó lo resuelto por su colega sin tener el menor conocimiento de lo dicho y discutido en la audiencia oral, ya que a pesar de existir una minuta de la misma, la misma no puede sustituir una resolución. Al respecto, si bien efectivamente la audiencia que se llevó a cabo en el Jugado  Contravencional y de Pensiones Alimentarias de Pococí el 18 de mayo de 2012 - en la que las partes decidieron, no conciliar el juez resolvió que la gestión de sobreseimiento sería conocida en el juicio oral y público- quedo registrada, sí se dictó un acta escrita en la que consta lo ocurrido y resuelto en esa audiencia de conciliación, la que fue debidamente firmada y notificada al amparado,  de conformidad con lo dispuesto en la Circular No. 87-2010 de la Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia. Se declara sin lugar el recurso. SL 

12635-12. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA SIN PRESENCIA DE LA DEFENSA TÉCNICA. El defensor particular del imputado considera lesionados los derechos fundamentales de su representado, toda vez que, a pesar de que el Juzgado accionado no notificó a la defensa técnica de la celebración de la audiencia de prórroga de prisión preventiva, celebró la audiencia sin la presencia de la defensa técnica y procedió a prorrogar la prisión preventiva.   Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado, únicamente por violación a la defensa técnica del tutelado. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios provocados con los hechos que sirven de fundamento para esta estimatoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial 

12636-12. MENOR DE EDAD. SE ACUSA QUE CAUSA PENAL CARECE DE FUNDAMENTO.   La recurrente demandó el amparo de los derechos a la libertad personal y al debido proceso del tutelado, pues, la pieza acusatoria de la causa penal seguida contra su defendido, carece de la debida fundamentación; se realizó un anticipo jurisdiccional de prueba sin la asistencia del encartado. Adicionalmente, se limitó la participación de los padres del menor y en el proceso penal de menores no existe una etapa intermedia, con lo que esto supone para el encartado.   En este caso, señala la Sala que el anticipo jurisdiccional de prueba, se realizó estando presente la defensora pública designada al efecto. En este sentido, la actuación es legítima. La acusada falta de fundamentación del auto de apertura a juicio, debe alegarse en el mismo proceso penal juvenil. Se acreditó que se recibió la declaración indagatoria del tutelado, quien se abstuvo de declarar. Conviene, en primer término, señalar que la participación de los padres en el proceso penal juvenil, es facultativa y no reviste la obligatoriedad que pretende darle la recurrente. Aunado a lo anterior, sin demérito de lo anterior, debe indicarse que la omisión no conlleva una violación al derecho de defensa del tutelado, pues durante proceso seguido en su contra, el menor tutelado siempre ha estado acompañado siempre de un defensor. De otra parte, como bien es sabido, el Proceso Penal Juvenil no contempla una etapa intermedia como la que refiere la recurrente. A mayor abundamiento, como garante del proceso en general, el Juez Penal Juvenil debe tutelar los derechos del menor sometido al proceso penal. En sentido amplio, debe procurar las garantías que se consideran fundamentales y como tales se tiene, indiscutiblemente, el respeto al debido proceso, a la defensa y al acceso a la justicia, además de aquellas que le correspondan al menor por su condición especial. Se declara sin lugar el recurso.  SL 

12637-12. PRISIÓN PREVENTIVA.  FUNDAMENTO.  El recurrente manifiesta que, el tutelado figura injustamente como imputado en la causa penal que se tramita en su contra, a pesar de que existe prueba testimonial y documental que señala, que él estaba laborando en Atenas al momento en que se dio el delito. Indica que el Juzgado Penal accionado le impuso al amparado 6 meses de prisión preventiva, rechazando prueba fundamental para  el ejercicio efectivo de la defensa. Aduce que durante la audiencia planteó un recurso de apelación que no ha sido resuelto. Afirma que en lugar del amparado, trasladaron a la audiencia de apelación a otro imputado en la misma causa, que contaba con dirección profesional. Dice que tres meses después, no se ha resuelto el recurso de apelación. Además, reclama que el amparado fue detenido por más de cuarenta y ocho horas antes de que se le indagara y fijara la prisión preventiva, la que se ordenó sin solicitud del Ministerio Público, y en forma extemporánea por la Juzgadora, quien además no llevó a cabo la audiencia necesaria para tal diligencia. Reclama que nunca se valoraron los elementos probatorios existentes, por lo que pide que se acoja el recurso, con sus consecuencias. En este caso se indica que, no es cierto que el recurso de apelación planteado por la recurrente no hubiera sido resuelto todavía, pues se tiene por probado que la resolución de las 10:45 del 30 de mayo de 2012 del Juzgado Penal del III Circuito Judicial de San José, se encuentra firme por haberse tenido por desistido la impugnación de la accionante, toda vez que ésta no se presentó a la audiencia fijada para conocer dicho recurso, y posteriormente no presentó justificación alguna, pese a haber informado que lo haría. En cuanto al segundo de los alegatos, se denota que la recurrente nunca informó a dicha autoridad sobre los supuestos problemas que tenía el disco que le fuera entregado con la audiencia, de ahí que no pueda imputarse una actuación negligente a la recurrida. Respecto del tercer reclamo de la recurrente, debe señalarse que de los elementos aportados a los autos, se denota que el tutelado sí fue puesto a la orden del Juzgado Penal del III Circuito Judicial de San José, dentro del plazo de 24 horas establecido por el artículo 37 de la Constitución Política. Asimismo, se tiene por demostrado que la prisión preventiva fue impuesta al amparado a solicitud del Ministerio Público, y no de oficio, por lo que se descarta también el recurso en cuanto a este extremo. La accionante cuestiona la valoración que las autoridades recurridas han dado a una serie de elementos probatorios presentados en el proceso penal seguido contra el tutelado. Dicho reclamo constituye un asunto de legalidad ordinaria que escapa del ámbito de competencias de esta Sala.   Se declara sin lugar el recurso.    SL
12671-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. La recurrente alegó que el Tribunal  dictó sentencia condenatoria contra el tutelado y le impuso seis meses de prisión preventiva. Considera que la medida cautelar no está bien fundamentada. Hace más de seis meses se interpuso contra la resolución un recurso de apelación, pero no ha sido resuelto. De otra parte, se solicitó el cambio de la medida cautelar, pero el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José resolvió de manera informal, sin fundamentar. Finalmente, alegó que la medida cautelar prorrogó sin mediar audiencia alguna y si notificar a la nueva defensora.   Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto, en cuanto a la alega lesión al artículo 41 de la Constitución Política se refiere.  SL
12688-12. MEDIDAS CAUTELARES.  PRORROGA SIN MEDIAR AUDIENCIA AL DEFENSOR DEL IMPUTADO. El recurrente manifiesta que el amparado figura como imputado en la causa penal tramitada en el Juzgado Penal accionado. En dicho proceso se dictaron varias medidas cautelares, las cuales  han sido prorrogadas y el último término de las mismas venció el 27 de agosto de 2012. Mediante resolución de las 8:15 horas del 27 de agosto de 2012, el Juzgado Penal recurrido, prorrogó esas medidas por el término de 3 meses sin que se diera audiencia previa a la defensa del imputado.  Se declara con lugar el recurso por violación al derecho de defensa. Se ordena a la Jueza Penal Coordinadora del Juzgado Penal, de Hacienda y Función Pública del Segundo Circuito Judicial, o a quien ocupe dicho cargo, que dicte las medidas requeridas para que en el plazo de VEINTICUATRO HORAS a partir del comunicado de la parte dispositiva de esta sentencia, celebre la audiencia oral correspondiente a la solicitud de prórroga de las medidas cautelares solicitada por el Ministerio Público en contra del amparado. CL
12691-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO.   El accionante manifiesta que, el amparado desde el diecisiete de abril de dos mil doce,  se encuentra en prisión preventiva dictada por el Juzgado accionado. El veintitrés de agosto de dos mil doce, el Fiscal Auxiliar de Turrialba presentó la correspondiente acusación y auto de apertura a juicio. Alega que para la medida cautelar impuesta y para la acusación a juicio, la Fiscalía en mención, ha basado todo el contenido en una fundamentación escuálida, con poco sustento, sin consideraciones, ni soporte probatorio. Indica que tanto la acusación, como las solicitudes de prisión preventiva nunca han mencionado un dictamen médico legal que describiera el cuadro de lesiones para calificarlas como tentativa de femicidio.   Esta Sala observa que la resolución se encuentra fundamentada. La probabilidad de la participación del acusado en los hechos que se le atribuyen que se encuentra respaldada con la prueba que consta en autos y con acusación que espera audiencia preliminar. Se mantiene el peligro para la víctima y los testigos, quienes fueron amenazados. La manifestación de la ofendida en el sentido de que no tiene interés en continuar con la causa no cambia la fundamentación de la medida cautelar por ser un delito de acción pública, y por la prueba testimonial que respalda la denuncia. El peligro de fuga se mantiene por poco arraigo laboral y nacionalidad nicaragüense (la manifestación del acusado de tener un domicilio o de tener hijos, no cambia la situación). En consecuencia, se rechaza que la  resolución cuestionada carezca de motivación. Se declara sin lugar el recurso.  SL
12694-12.  DETENCIÓN.  SE ACUSA QUE PRIVADO DE LIBERTAD FUE AGREDIDO EN CELDA. El recurrente acusa que el 27 de agosto de 2012 fue detenido, en la soda Los Pinos, ubicada en vuelta de Jorco centro de Aserrí, sin motivo alguno, y fue trasladado a la Delegación Policial de dicho lugar, en donde se le introdujo en una celda y lo golpearon, lo tiraron al piso y le presionaron la cabeza contra el suelo, al punto de producirle lesiones en la parte delantera izquierda de su cabeza, espalda y partes bajas.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, por la agresión física cometida en perjuicio del recurrente. Se le ordena al Viceministro Administrativo, y al Jefe Distrital de Vuelta de Jorco de Aserrí, ambos del Ministerio de Seguridad Pública, adoptar las medidas que sean necesarias para evitar que en el futuro se presenten hechos como los que sirvieron de base a esta estimatoria. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
12699-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO.   El recurrente manifiesta que el amparado es de nacionalidad colombiana y contra él se sigue la causa penal ante el Juzgado Penal de San José. Indica que al amparado se le impuso una medida de prisión preventiva de 3 meses, y el 3 de agosto la medida se prorrogó un mes más, pese a que no existen pruebas fundamentales para ello. Manifiesta que existen entrevistas e informes policiales que no vinculan al amparado con el delito del tráfico internacional de personas o que haya participado en la logística de ese tipo de asunto, pues ese hecho sólo lo dicen los informes policiales pero no hay prueba directa o indirecta de lo que en grado de probabilidad se le reprocha.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL
12700-12. PRISIÓN PREVENTIVA.  PRÓRROGA DE LA MEDIA CAUTELAR CARECE DE FUNDAMENTO.  El recurrente manifiesta en el Tribunal recurrido se tramita proceso penal en contra del amparado. Indica que el plazo de prisión preventiva venció el 02 de setiembre de 2012 y el inicio del debate oral y público se tenía previsto para el 01 de setiembre de este mismo año. No obstante, para dar oportunidad al Ministerio Público de ubicar a uno de sus testigos, se señaló para la continuación del debate el 07 de setiembre de los corrientes, por lo que se le prorrogó la prisión preventiva por quince días, pero, sin indicar una fecha o período concreto. Considera que el Código Penal indica claramente en el numeral 243 que la resolución que ordene la prisión preventiva debe contener la fecha de vencimiento del plazo máximo de privación de libertad, para que las personas no estén sometidas o limitadas en su libertad de manera perpetua o bien indefinidamente, como el presente caso.  En este caso, se citan las sentencias 11456-12 y 10559-12 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL
12705-12. PRISIÓN PREVENTIVA. RETARDO EN RESOLVER APELACIÓN  CONTRA RESOLUCIÓN QUE IMPONE MEDIDA CAUTELAR.  La recurrente acusa lesión a los derechos del amparado, por cuanto la autoridad recurrida no había remitido al superior la apelación que planteara el 4 de julio de 2012, contra la prisión preventiva impuesta a su representado, ni había emplazado a las partes para que acudieran ante dicho Tribunal. Asimismo, aduce que no se le ha suministrado copia del audio y video de la audiencia en que se dictó la medida cautelar de cita, pese a haberlo solicitado en 2 ocasiones.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Se ordena a la Jueza Penal del II Circuito Judicial de San José, que de inmediato dicte la resolución en la que se dispone el emplazamiento a las partes a raíz del recurso de apelación interpuesto por la recurrente en contra de las medidas cautelares impuestas al amparado en la audiencia del 4 de julio de 2012. Asimismo, se ordena a la citada funcionaria, que de inmediato suministre a la recurrente la copia del audio y video de la audiencia antes mencionada, conforme lo solicitara los días 13 y 28 de agosto de 2012. CL Parcial
DERECHO TRIBUTARIO
13124-12. COBRO. DISCONFORMIDAD CON EL COBRO DE IMPUESTOS DE PATENTES COMERCIALES. Alega el recurrente que se encuentra disconforme con el cálculo para el cobro  del impuesto de patente comercial realizado a su establecimiento comercial Servicentro,  El Guarco. Afirma que otros negocios comerciales mantienen un cálculo diferente. Se cita la resolución Nº 2003-13235 En reiterada jurisprudencia esta Sala ha indicado que el principio de igualdad que consagra el artículo 33 Constitucional no tiene un carácter absoluto, ya que no garantiza un derecho a ser equiparado a cualquier individuo sin distinción de circunstancias, sino más bien a exigir que no se haga diferencia entre dos o más personas que se encuentran en una misma situación jurídica o en condiciones idénticas, y no puede pretenderse un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales. Se declara sin lugar el recurso. SL
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

12419-12. ELECCIONES MUNICIPALES.  INCONFORMIDAD CON LAS ELECCIONES MUNICIPALES EN EL CANTÓN DE ASERRÍ, AÑO 2010. Alega el recurrente que a pesar del tiempo transcurrido, la autoridad accionada  no ha resuelto una denuncia que presentó desde  diciembre  de 2010. Dicha denuncia fue planteada en razón de que supuestamente los acusados apoyaron abiertamente al candidato a Alcalde del Partido Acción Ciudadana durante las elecciones municipales del Cantón de Aserrí celebradas en el año 2010. De conformidad con lo anterior considera la Sala que el recurso  debe ser desestimado. Efectivamente, la denuncia planteada se encuentra estrictamente relacionada con materia electoral, ya que se dirige a establecer la responsabilidad de los acusados por actuaciones ocurridas dentro de un proceso  electoral para la designación de un Alcalde. Se cita la sentencia No. 2004-012013. Al respecto, lo procedente es que el presente asunto sea planteado ante el Tribunal Supremo de Elecciones. Se rechaza de plano el recurso. RP

FAMILIA
13232. MENORES DE EDAD. SE ORDENA PASAR CASO A LA AUTORIDAD JUDICIAL COMPETENTE. Alega la recurrente que por medio de la resolución de las trece horas del 22 de agosto del 2012, se ordenó la separación de las menores de edad involucradas de su padre, y se dispuso su abrigo temporal en un albergue institucional por el término de 6 meses, siendo que, a la fecha, se encuentran ubicados en el albergue de esa institución. Observa la Sala que esta resolución, aún cuando está restringiendo la libertad de estas personas menores de edad, además de estar carente de fundamentación por cuanto no razona los motivos por los cuales se ha tomado esa decisión tan arbitraria, es totalmente contradictoria con el Informe de Gestión emitido por la Trabajadora Social de la Oficina Local de Heredia Sur del Patronato Nacional de la Infancia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva y al Coordinador de la Oficina Local de Heredia Sur, ambos del Patronato Nacional de la Infancia, o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos, que procedan de manera inmediata, a poner a las personas menores de edad amparados a la orden del Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia para que éste, dentro del ámbito de sus competencias,  decida cautelarmente y con la mayor celeridad posible, la ubicación de los niños, todo desde la perspectiva del interés superior del menor, manteniéndolos en el albergue donde se encuentran, hasta que dicho Juzgado resuelva lo correspondiente. CL
12423-12. MENORES DE EDAD.  SE ORDENA PASAR CASO A LA AUTORIDAD JUDICIAL COMPETENTE. La recurrente alega que el 23 de junio del 2012 venció la medida cautelar, mediante la cual se le entregó su hija a su padre biológico, pese a lo cual, no se le devuelve la niña. Al respecto, se acreditó que, consta que sí ha existido una intervención administrativa formal, pues la Representante  Legal de la Oficina Local del Patronato Nacional de la Infancia de Liberia, resolvió otorgar la guarda, crianza y educación de la niña a su padre por un periodo de seis meses, en razón de riesgo inminente tras recibirse denuncia por parte de éste, en la que refería un supuesto abuso sexual en contra de su hija, presuntamente perpetrado por un familiar de ésta. Además, se informó que, la Oficina Local del Patronato Nacional de la Infancia en Pérez Zeledón, al 30 de agosto del 2012, no ha emitido resolución alguna en relación a la amparada, luego de finalizada en fecha 23 de julio pasado, la resolución antes citada. Además de que el padre de la menor, no ha presentado a nivel judicial el proceso de Guarda, Crianza y Educación, conforme se le recomendó. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Representante Legal de la Oficina Local del Patronato Nacional de la Infancia en Pérez Zeledón o a quien en su lugar ejerza el cargo, que en forma inmediata ponga en conocimiento de la autoridad judicial competente la situación de la menor amparada. CL

INTIMIDAD

12446-12. ACOSO CREDITICIO. ACUSA QUE LLAMADAS TELEFÓNICAS INVADEN SU ÁMBITO DE PRIVACIDAD.  El recurrente alega que ha estado recibiendo constantes  llamadas  acosadoras  a  su  teléfono  celular,  así  como  correos electrónicos y mensajes de texto de parte de Coopeservidores R.L. Cuando la persona requerida para cancelar una deuda sea el deudor directo, como en el presente caso. En este caso se indica que no le corresponde a la jurisdicción constitucional determinar si las llamadas llevadas a cabo por la institución accionada para el cobro de la deuda en cuestión constituyen o no acoso, pues ello implica un análisis que excede la naturaleza sumaria del amparo. Adviértase que el Decreto Ejecutivo número 35867-MEIC Reglamento de Tarjetas de Crédito y Débito prevé el procedimiento  para la atención de denuncias contra prácticas como la  cuestionada por el recurrente, de ahí que este deba plantear su disconformidad ante  las  instancias correspondientes  o,  eventualmente,  en  la jurisdicción ordinaria. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y lo declara con lugar. SL

MINORIAS
13166-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. CLÍNICA CLORITO PICADO NO REÚNE REQUERIMIENTOS DE LA LEY 7600. Alega la recurrente que en múltiples ocasiones tiene que acudir con su hija, quien es una menor de edad con parálisis cerebral, a la Clínica Clorito Picado ubicada en Cinco Esquinas de Tibás, ello en aras de recibir atención médica o realizar diversos trámites; sin embargo, señala que se le dificulta mucho el acceso así como la movilidad dentro de ese inmueble, debido a que ahí no se cuenta con condiciones de accesibilidad para personas con discapacidad. Se cita la resolución Nº 2004-004648. Al respecto, se acredita la  vulneración de los derechos fundamentales de la menor amparada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y a la Administradora, ambos de la Clínica Dr. Clorito Picado de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes en su lugar ejercieran esos cargos que, de manera coordinada con los encargados institucionales correspondientes, adopten de modo inmediato, las medidas que sean necesarias para que en el plazo de dieciocho meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se hayan instaurado en la Clínica Clorito Picado, las adaptaciones necesarias para cumplir con lo estipulado en la Ley 7600 y proveer de acceso a las personas con discapacidad, de lo cual deberá tomar nota la Presidenta  Ejecutiva de la Caja Costarricense  de Seguro Social, para lo de su cargo. CL
13176-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EDIFICIO MUNICIPAL DE VALVERDE VEGA NO CUMPLE CON LOS REQUERIMIENTOS DE LA LEY 7600. Alega la recurrente que las sesiones del Concejo Municipal de Valverde Vega se realizan en un salón ubicado en un segundo piso, y no resultan accesibles para las personas con discapacidad física. Se cita la resolución 2008-5694. Al respecto, cuando se trata de instalaciones abiertas al público o de uso público, se debe garantizar la accesibilidad a las personas discapacitadas, independientemente  de la fecha en que haya sido construida la edificación. Se declara con lugar el recurso. El Magistrado Castillo pone nota. Se ordena  al Alcalde y al Presidente del Concejo Municipal de Valverde Vega, o a quienes en su lugar ocupen esos cargos, que de manera inmediata giren las órdenes necesarias y tome las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia, para que en el plazo de SEIS  MESES, contado a partir de la  notificación  de  esta  sentencia,  las instalaciones de la Municipalidad recurrida, cuenten con las condiciones mínimas de  accesibilidad  para  personas con alguna discapacidad. CL
12428-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EDIFICIO MUNICIPAL DE PÈREZ ZELEDÓN NO CUMPLE CON LOS REQUERIMIENTOS DE LA LEY 7600. Alega el recurrente que sufre de una enfermedad denominada síndrome de Werdning-Hoffman, razón por la cual se moviliza en silla de ruedas. Acusa que el Edificio del Complejo Cultural de la Municipalidad de Pérez Zeledón, no cuenta con condiciones de accesibilidad para personas con capacidades  especiales. Se cita la sentencia 2012-10783. En reiteradas ocasiones,  este Tribunal ha hecho hincapié en la obligación de las municipalidades del país, de garantizar el libre acceso para las personas con discapacidad, a los diversos edificios municipales. Así respecto, este Tribunal constata el reclamo del accionante, pues durante la inspección realizada por personeros del Área Rectora de Salud de Pérez Zeledón el 22 de agosto de 2012, se constató que la infraestructura de cita presenta una serie de incumplimientos a la Ley 7600, tales como falta de acceso a algunas oficinas, así como de una rampa en la salida de emergencia del costado  norte, omisiones que resultan lesivas de los derechos fundamentales del tutelado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo, y a la Alcaldesa, ambos de la Municipalidad de Pérez Zeledón, o a quienes ocupen sus cargos, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de NUEVE MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se solventen los incumplimientos a la Ley 7600 que presenta el Centro Cultural de Pérez Zeledón, conforme  se señala en el informe número ARSPZ-ERS-MAB-2180-2012 del Área Rectora de Salud de Pérez Zeledón. CL.
12472-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. CENTRO EDUCATIVO NO REÚNE REQUERIMIENTOS DE LA LEY 7600. Alega la recurrente que la Escuela Lic. Daniel Oduber Quirós no reúne los requerimientos de la Ley 7600 para las personas (docentes y educandos) que sufren de alguna discapacidad. Se cita la sentencia 2288-1999. Al respecto, se acredita que el centro educativo Lic. Daniel Oduber Quirós no cumple con las especificaciones mínimas para garantizar el libre y seguro tránsito de las personas con discapacidad, particularmente, de la tutela ya que es docente y requiere el uso de una silla de ruedas y de aquellos estudiantes con alguna discapacidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la  Viceministra  Administrativa  del  Ministerio de Educación Pública, o a quien en su lugar ocupe su cargo, tomar las previsiones presupuestarias
necesarias e implementar, con asesoramiento técnico-especializado, las adaptaciones de la planta física de la Escuela Lic. Daniel Oduber Quirós que se requieran  para  suplir las necesidades de las personas con  discapacidad, las cuales, deberán quedar terminadas en el plazo de 12 meses contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL 

12506-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. ACUSA QUE CALLE PÚBLICA DE LA URBANIZACIÓN PUERTO JIMÉNEZ NO REÚNE LOS REQUERIMIENTOS DE LA LEY 7600. Alega la recurrente que de forma infunda la municipalidad recurrida han omitido asfaltar la carretera que conduce a su casa de habitación situada en la Urbanización San Lázaro de Puerto Jiménez. Lo anterior, pese a que su hijo mayor de 10 años es una persona discapacitada que se moviliza en silla de ruedas, con lo cual el menor no puede trasladarse por ese lugar. Esta situación, según la actora, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución. Se cita la sentencia 2288-1999. En  el presente asunto, este Tribunal Constitucional estima que lleva razón la recurrente en su alegato. Lo anterior, al tenerse por demostrado que aún y cuando el menor amparado es discapacitado, la calle que se encuentra ubicada frente a su casa de habitación no está pavimentada, lo que le impide movilizarse haciendo uso de su silla de ruedas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal del Cantón de Golfito, o a quien ocupe su cargo, que proceda, DE INMEDIATO, a coordinar las acciones necesarias para reparar la calle pública que brinda acceso a la casa de habitación de la actora, situada en la Urbanización San Lázaro de Puerto Jiménez. CL
MUNICIPALIDAD
1
3477-12 ACERAS. REQUERIMIENTOS DE LA LEY 7600 PARA LA CONSTRUCCIÓN DE ACERAS. Alega la recurrente, que es una persona con discapacidad, pues padece de Artritis Reumatoide y tiene reemplazo en cadera y rodillas, alega que frente a su casa en Sabanilla de Alajuela se está construyendo una acera sin las medidas para su discapacidad, pues son muy altas, situación que estima lesiona sus derechos. Se cita la sentencia No. 2011-011099. Al respecto, se constata que las obras debieron de ser paralizadas, a fin de acondicionar la obra a los lineamientos correspondientes  a la Ley 7600. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al Presidente de Concejo, ambos de la Municipalidad de Alajuela, o a quienes en sus lugares ejerzan los cargos, que realicen las acciones que se encuentren en el ámbito de sus competencias para que se adopten las medidas pertinentes para que en la colocación de las losas de concreto sobre un canal abierto en Sabanilla de Alajuela, se  garanticen  las  condiciones  de  accesibilidad  para personas con discapacidad conforme las especificaciones contenidas en la Ley No.7600 y su Reglamento. CL
13465-12. CALLE PÚBLICA. FALTA DE ACERAS PONE EN RIESGO LA VIDA DE LOS TRANSEÚNTES. Alegan los recurrentes que han formulado  una serie de gestiones  en  la  Municipalidad  de  San  José  a  fin  de  que se construya la infraestructura peatonal (acera) necesaria para poder transitar libremente en ambos lados de la calle del tramo comprendido entre Purdy Motors hacia el suroeste hasta el sector de Romanas Polini. Sin embargo, a la fecha  la recurrida no ha solventado la situación. Se cita la sentencia Nº 2011005807.  Al respecto, se constata que la Corporación Municipal no cuenta con el estudio técnico necesario, ni con las medidas que ha tomado junto con las otras instituciones para dotar de aceras ese tramo, así como tampoco que haya hecho uso de los mecanismos  que tiene a su disposición, para lograr que todos  los munícipes -sin excepción alguna- cumplan con su obligación de construir las aceras frente a sus propiedades y dar mantenimiento a las mismas, a fin de brindar a los ciudadanos  la oportunidad  de transitar por el lugar denunciado  por los recurrentes en el escrito de interposición, en forma libre, segura y sin ningún obstáculo,  particularmente,  para  las  personas  discapacitadas.  Por  otra  parte, excepto  de  la  gestión  del  recurrente  formulada en el 2004, que dio origen a la reparación de las aceras localizadas en el Barrio Quesada  Durán, en el sector de la Fosforera  y alrededores, quedando pendiente la zona de Purdy Motors, no consta ninguna otra denuncia. En consecuencia, en relación con este extremo alegado se declara sin lugar el recurso. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y a la Presidenta del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de San José, o a quienes ocupen sus cargos, que en el plazo de DOS MESES adopten inmediatamente las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes a fin de concluir los estudios técnicos -presupuestarios para determinar en que tramos es necesario construir las aceras, en el sector indicado por los recurrentes. Posterior a ello, deberán de forma inmediata apercibir a los  propietarios de los terrenos de delimitar y construir la acera respectiva en la zona indicada en el escrito de interposición. Lo anterior, sin perjuicio en caso de omisión del munícipe respectivo de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de San José  supla los trabajos, y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. En los demás extremos  se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
12817-12. ACERAS. ACUSA QUE ES UNA PERSONA NO VIDENTE Y TRANSITA POR CALLE QUE NO TIENE ACERAS.  Alega el recurrente que es una persona no vidente, usuario de un perro guía. Manifiesta que en ocasiones debe desplazarse al Centro Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, el que se ubica en la Valencia de Heredia. Aduce que cuando debe regresar a San José, tiene una serie de problemas, pues desde las instalaciones de dicho Consejo hacia la agencia de automóviles Peugeot, no existen aceras en ninguno de los lados de la calle, por lo que se pone en riesgo su vida. Este Tribunal ha señalado que las Municipalidades tienen la obligación de garantizar que los propietarios de terrenos en su jurisdicción, construyan  las aceras respectivas, debiendo proceder  ella a llevar a cabo dichas obras, en caso de omisión por parte de los interesados, para luego cobrar los costos respectivos, conforme lo dispuesto por el artículo 75 del Código Municipal. Se cita la sentencia 2009-08009. Al respecto, la Sala estima que sí existe una vulneración a los derechos fundamentales del tutelado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde, y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Heredia, o a quienes ocupen sus cargos, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de 6 meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se lleven a cabo las obras necesarias para la construcción de las aceras que no existan entre el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial y el lugar donde  termina la empresa Autos Xiri S.A. CL

12824-12 TALA DE ÁRBOLES. ACUSA QUE LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD RECURRIDA COMPROMETE LA SEGURIDAD DE LOS TRANSEÚNTES DEL PARQUE DE LA PITAHAYA EN CARTAGO. Alegan los recurrentes que en un parque de la urbanización La Pitahaya, en Cartago se presenta un problema ocasionado por árboles de gran altura que requieren ser talados; no obstante la municipalidad recurrida no hace nada al respecto. Los recurrentes reclaman por la inacción de las autoridades recurridas con relación a un problema ocasionado por árboles de gran altura que requieren tala o poda. Se cita la resolución 2009-017300. Al respecto, en el presente caso se revela, una omisión por parte de la Municipalidad de Cartago en la solución de un urgente problema que compromete la seguridad e incluso la vida de los vecinos y transeúntes del parque de la Urbanización La Pitahaya, que debe ser resuelto prontamente y la falta de solución a ese problema constituye una amenaza de esos derechos  y vulnera también el derecho  al buen funcionamiento de los servicios públicos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Alcalde Municipal de Cartago, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que de inmediato coordine  con las instituciones públicas correspondientes  y tome las medidas pertinentes necesarias para proceder a poda o tala de árboles que puedan poner en riesgo la vida y seguridad  de los recurrentes  y vecinos. CL 

12839-12. PUENTE. CONSTRUCCIÓN DE PUENTE EN LINDA VISTA DE RÍO CLARO, GOLFITO. Alega el recurrente que la comunidad de Linda Vista de  Río  Claro, Golfito  se comunica  con  otras comunidades, a través de una única calle pública que se ve interrumpida por la falta de un puente sobre el río local, sin que las autoridades  municipales recurridas locales, intervengan para construir un puente que comunique a los vecinos de dicha localidad, les permita sacar sus productos agrícolas, contar con asistencia social y tener una vida más social y cultural con el resto de las comunidades vecinas. Al respecto, se ha podido establecer que la carencia de un puente en la comunidad de Linda Vista de Río Claro, Golfito, es un caso al que las autoridades municipales locales le han brindado atención y seguimiento para lograr la edificación de dicha obra; no obstante, se acredita la necesidad e importancia de esa estructura, sin que en definitiva se establezca una fecha cierta de concreción de la ejecución de dicho proyecto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa a.i. y de Presidente del Concejo de Golfito, o a quienes ocupen esos cargos, que adopten las medidas necesarias dentro del   ejercicio de sus competencias, para que en el plazo de DIECIOCHO MESES, contado  a partir de la notificación   de esta sentencia, sea solucionado el problema que causa la carencia de un puente en la comunidad de Linda Vista de Río Claro de Golfito, debiendo coordinarlo pertinente con los demás órganos o entes estatales competentes.  CL
12488-12. QUEJA. OBSTRUCCIÓN DE CAMINO PÚBLICO.  El recurrente alega que el camino público que se ubica paralelo al límite con Panamá se encuentra obstruido, por lo que los vecinos se encuentran obligados a entrar a Panamá para poder continuar. En el caso bajo estudio, la Sala verifica que el recurrente no se ha apersonado a la Municipalidad recurrida a interponer la queja sobre la supuesta obstrucción del camino público supra indicado, por lo que no es hasta  la  notificación  de  este  proceso  que  la  autoridad  accionada  tiene conocimiento de la situación, por lo que el 21 de agosto  de 2012 realizó una inspección en el lugar denunciado. Sin embargo, constató que el camino que se ubica en la comunidad de Limoncito, cercano  al límite con Panamá, no es un camino clasificado, no es apto para tránsito vehicular, se encuentra libre de obstáculos, y además, según lo manifestado por los vecinos de la zona que transitan a diario por allí, no se han topado con ningún cierre. Se declara sin lugar el recurso. SL 

      
12498-12. ALCANTARILLADO. DENUNCIA PROBLEMAS DE ALCANTARILLADO EN EL CANTÓN DE CORREDORES.  La recurrente denuncia que hace aproximadamente 10 años en la comunidad  de La Cuesta, cantón de Corredores  en  Puntarenas,  se  ha  venido  presentando  problemas  con el alcantarillado,   debido   a   que   no  cuenta con las parrillas, ocasionándose   un grave riesgo a la vida de los transeúntes, sin que las autoridades recurridas hayan solucionado el problema. Al respecto, se constató que la falta de parrillas en el alcantarillado en la comunidad de La Cuesta, obedece al vandalismo imperante en el lugar, pues desde un principio fueron instaladas todas las parrillas, con el agravante deque cada vez que las reponen,  nuevamente se las roban, sin embargo,  en el caso concreto, no tenían conocimiento de la situación descrita, por no existir denuncia alguna en ese sentido. Se declara sin lugar el recurso. SL. 

12440-12. ACERAS. DESTRUCCIÓN DE ACERAS EN EL CANTÓN DE BUENOS AIRES, EN SANTA CRUZ DE GUANACASTE. Alega la recurrente que  la Municipalidad recurrida procedió a adoquinar un tramo de cuatrocientos metros en el Barrio Buenos Aires; no obstante, al realizar las obras los funcionarios destruyeron las aceras, las cuales habían sido construidas por los vecinos, pese a que en la comunidad residen personas adultas mayores y con capacidades diferentes que se han visto limitados para movilizarse y transitar con libertad por la falta de aceras. Agrega que solicitó al Alcalde explicación sobre los hechos expuestos, sin obtener respuesta alguna  su gestión. Se citan las sentencias 2288-1999, 2008-10096, 2005-15751. Las aceras es primordialmente obligación de  los propietarios de los distintos inmuebles, corresponde  a  las  municipalidades  fiscalizar  que  se  cumpla ese deber, y eventualmente sustituir a los dueños, para luego recuperar esos montos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Santa Cruz o a quien en su lugar ocupe ese cargo que en el plazo de seis meses contados a partir de la notificación de esta sentencia  proceda a iniciar los trabajos para solucionar el problema generado por la falta de aceras propiamente doscientos metros al norte de los bomberos y hasta la salida que colinda con la carretera principal que va al cantón de Nicoya en la zona que le corresponda a la Municipalidad y, en las que correspondiere a propietarios o poseedores de bienes inmuebles los aperciba para que inicien las obras necesarias en la acera   frente a sus propiedades, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Le #7600 y su reglamento. CL

12450-12. PERMISOS DE CONSTRUCCIÓN. ACUSAN QUE CONSTRUCCIÓN ILEGAL GENERA PROBLEMAS SANITARIOS. Alegan los recurrentes que tanto el Ministerio de Salud, como la Municipalidad de Vázquez de Coronado han omitido cumplir sus deberes de evitar que construcciones ilegales causen problemas sanitarios cerca de sus viviendas. Considera la Sala que la demora en efectuar esa inspección infringe los derechos a la salud y a un ambiente sano de los tutelados. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a  la Alcaldesa  a.i. y al Presidente del Concejo Municipal, ambos del cantón de Vázquez de Coronado; así como a la Directora del Área Rectora de Salud de Coronado, o a quienes ocupen esos cargos, disponer lo necesario para que, de forma coordinada, y dentro del ámbito de sus competencias, inspección en el lugar en los ocho días siguientes a la notificación de esta sentencia y adopten, en un plazo razonable, las medidas que resulten necesarias para corregir las deficiencias sanitarias de las viviendas del lugar. CL

12466-12. PERMISO. NIEGAN PATENTE PARA VENTA DE PERIÓDICO POR ANTECEDENTE PENAL. Niegan Alega el recurrente que la Municipalidad de San José le denegó un permiso para venta de periódicos en la acera pública, por tener antecedentes penales. De los hechos anteriores no se desprende vulneración alguna de los derechos fundamentales del amparado, quien no cumple los requisitos establecidos en los incisos a) y b) del   artículo 4º de la Ley 6587 para obtener licencia para uso de espacio sobre los bienes demaniales y utilizaba un lugar dentro del dominio público que había sido concedido a un tercero mediante título personal, precario e intransferible. La procedencia o improcedencia de un permiso de uso de espacio dentro del dominio es una cuestión de mera legalidad ordinaria que debe ser discutida ante la administración o, en su caso, en la jurisdicción común.  Se cita la sentencia 2003- 9915. Aunado a lo anterior, se indica que aún no han caducado las anotaciones, con lo cual, al respecto, no ha existido tampoco ninguna vulneración de sus derechos. Se declara sin lugar el recurso. SL

12473-12. RECOLECCIÓN DE BASURA. ACUSA QUE EN EL CAIRO Y LA FRANCIA DE SIQUIRRES NO RECOGEN LOS DESECHOS SÓLIDOS DESDE HACE TRES MESES. Alega el recurrente, vecino de Siquirres, alegó que la Municipalidad de ese cantón no recolecta la basura desde hace más de tres meses. Al respecto, se acredita que la  Municipalidad  de  Siquirres  ha  omitido  recolectar  periódicamente  y  con eficiencia los desechos  sólidos del cantón. Ante la orden sanitaria del Área Rectora de Salud de Siquirres lo hizo, pero solo parcialmente, pues a la fecha del informe de la Directora del Área de Salud, no se habían recolectado los desechos de las comunidades del Cairo y de la Francia. La omisión no solo lesiona el derecho a la actuación eficiente de las administraciones públicas, sino que también pone en riesgo la salud pública. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Alcaldesa de Siquirres, o a quien en su lugar ocupe su cargo adoptar de forma inmediata las medidas necesarias para garantizar la recolección de desechos sólidos en las comunidades del Cairo y la Francia, en el cantón de Siquirres. CL 
NOTARIADO

13159-12. SANCIÓN. IMPEDIMENTO PARA RENOVAR PROTOCOLO.  El recurrente alega que no puede renovar su protocolo por una suspensión de 5 años que nunca se le notificó en forma personal, sino que se publicó en el Boletín Judicial, de lo cual no se dio cuenta, por lo que no pudo ejercer su derecho de defensa o realizar cualquier gestión y presentar pruebas de descargo contra tal decisión. Esta Sala ha señalado que las sanciones que sean impuestas a los notarios con motivo del incumplimiento de deberes inherentes a su función, deben ser notificadas a éstos en la dirección reportada ante la Dirección Nacional de Notariado. Se cita la resolución No. 2010-009132. No obstante, en el presente asunto, contrario a lo argumentado por el recurrente, la notificación por edicto de la sanción disciplinaria de cinco años de suspensión en el ejercicio de la función notarial, no fue impuesta ni tramitada por la Dirección Nacional de Notariado, sino por el Juzgado Notarial. Siendo que lo único que ha hecho la autoridad recurrida, en acatamiento a la sentencia No. 749-JR-2010 de las 8:25 hrs del 20 de setiembre del 2010,  es negarse a autorizar la entrega y consignar la razón de apertura de tomos de protocolo de notario, por encontrarse el recurrente, como se indicó, suspendido para el ejercicio del servicio notarial. De ahí que no sea posible endilgarle responsabilidad alguna a la autoridad recurrida, en perjuicio del amparado.  Se declara sin lugar el recurso. SL 

PENSIONES ALIMENTARIAS

13652-12. MONTO Y MEDIDA. SE CUESTIONA EL MONTO Y EL IMPEDIMENTO PARA PORTAR ARMAS. Alega el recurrente que la resolución del 8 de setiembre de 2012 del Juzgado recurrido lesiona sus derechos fundamentales pues le impone una cuota alimentaria sin fundamentación y le impide emplear armas, pese a que labora como oficial de seguridad. Al respecto, la resolución que impugna el recurrente  se fundamenta en la decisión de imponerle la cuota provisional de ciento ochenta mil colones a favor de sus hijos, los cuales están en la escuela y un tercero tiene necesidades especiales, con los gastos de manutención propios de esa etapa, así como en una ponderación prudencial de los ingresos del actor y de un margen prudencial para su propia manutención. Asimismo, la decisión de impedir que el actor porte armas se sustenta en la seguridad de la denunciante, debido  a las amenazas que el recurrente profirió en su contra. Se declara sin lugar el recurso. SL
12631-12. APREMIO CORPORAL. ÓRGANOS JURISDICCIONALES RECIBEN PAGO DE DEUDORES EN HORAS  Y DÍAS INHÁBILES. Los recurrentes reclaman que el 9 de agosto de 2012 su representado fue objeto de un apremio corporal por agentes de la Fuerza Pública de Escazú, por la suma de cuatro millones de colones correspondientes al período del 28 de julio de 2012 al 28 de agosto de 2012. Alega que para quedar en libertad, el tutelado debía depositar la suma indicada en la cuenta electrónica del Banco de Costa Rica, lo cual le resultó imposible pues a la hora de su detención, los bancos privados en los que tiene sus cuentas de ahorros estaban cerrados y, además, el Poder Judicial no cuenta con el sistema bancario SINPE para realizar transferencias interbancarias que le permitan descargar su obligación.    En este caso consta que la detención del accionante, estaba debidamente fundamentada en una resolución judicial.  En cuanto al segundo agravio, si bien se acredita que, actualmente, no es posible utilizar el Sistema Nacional de Pagos Electrónicos (SINPE) para la transferencia de depósitos en caso de pagos de deudas alimentarias, el Presidente de la Corte Suprema de Justicia informó que tratándose de horas y días inhábiles, los obligados alimentarios pueden acudir a los Juzgados Penales que atienden disponibilidad a pagar esas deudas. Como se observa, existe un mecanismo habilitado para que los deudores alimentarios puedan honrar sus deudas en horas y días no hábiles. Ahora bien, en el caso en análisis, al momento en que se ejecutó el  apremio corporal, el tutelado ya se encontraba en mora en el pago de su obligación alimentaria, por lo que parece ilógico que, precisamente, hasta ese instante aduzca la imposibilidad de cumplir con esa obligación, por una omisión que atribuye a la Administración de Justicia.  Se declara sin lugar el recurso. SL
PODER EJECUTIVO
13174-12. SEMÁFORO. SE ORDENA INSTALACIÓN DE DISPOSITIVO FRENTE A CENTRO EDUCATIVO. Alega el recurrente que frente al Colegio Cooperativo de Educación Integral de Coronado, se requiere la instalación de un semáforo peatonal, lo cual fue recomendado por el Ministerio de Obras Públicas y de Transporte, sin embargo, a la fecha no se ha solucionado el problema existente. Se citan las resoluciones 2007-3184 y 2006-10069. Al respecto, se acredita una violación a los derechos fundamentales de los amparados. En este sentido, lo que corresponde es declarar con lugar el presente recurso de amparo.  Se le ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes, o a quien ejerza ese cargo, que, gire las órdenes respectivas a las dependencias  técnicas de ese Ministerio encargadas  de la seguridad vial para que se proceda  a instalar el semáforo peatonal frente al Colegio Cooperativo de Educación Integral de Coronado, recomendado mediante oficio no. DGIT-ED-0966-2010 de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, lo anterior en un plazo de seis meses contados a partir de la notificación de esta sentencia. CL
PODER JUDICIAL
13457-12. EXPEDIENTE. ACUSA QUE NO SE LE SUMINISTRÓ EXPEDIENTE JUDICIAL, NI COPIA DE LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN CELEBRADA.  El recurrente indica que el 27 de agosto de 2012 fue citado a una audiencia de conciliación en el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuela, por lo que al día siguiente se presentó al Juzgado con un dispositivo electrónico para grabar el expediente judicial. No obstante, alega que en el despacho recurrido le indicaron que dicho expediente "no contenía nada". Por lo anterior, debió presentarse a la audiencia sin conocer los hechos que sirven de fundamento al proceso alimentario seguido en su contra.  Por otra parte, arguye que solicitó una copia del audio de la referida audiencia; sin embargo, se le indicó que no fue registrada. Finalmente, reclama que la autoridad recurrida fijó el monto de la pensión alimentaria sin conocer su situación económica. Estima lesionados sus derechos fundamentales a un debido proceso y de defensa. En la especie, estima la Sala que la negativa reclamada impide que el demandado pueda participar en la audiencia en igualdad de condiciones que la actora, con lo que se violentó el debido proceso, específicamente el principio de igualdad de armas procesales. Las partes del proceso tiene un derecho irrestricto e indiscutible de acceder al expediente judicial en cualquier momento. En cuanto al monto acordado, cabe aclarar al amparado que no compete a esta Sala Constitucional pronunciarse  respecto  a  su  disconformidad  con  el monto provisional de la pensión alimentaria. Se declara parcialmente con lugar el recurso. CL Parcial
PRIVADOS DE LIBERTAD
13043-12. HACINAMIENTO. SOBREPOBLACIÓN  EN CENTRO PENAL PONE EN RIESGO SALUD DE PRIVADOS DE LIBERTAD. El recurrente demandó la tutela de sus derechos fundamentales, pues, en su criterio, el Ámbito de Convivencia C del Centro de Atención Institucional La Reforma, donde se encuentra privado de libertad, posee hacinamiento crítico, con lo que esto supone para su salud.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Adaptación Social, Directora del Centro de Atención Institucional La Reforma, Ministro de Justicia y Paz, y Ministro de Hacienda, que dentro de un plazo de SIETE MESES, dispuesto en la sentencia No. 2012-011765 de las once horas y treinta minutos del veinticuatro de agosto del dos mil doce, adopten las medidas necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para eliminar el hacinamiento crítico que aqueja a los privados de libertad que se encuentran en el Ámbito C del Centro de Atención Institucional La Reforma, sobre lo que deberán informar a esta Sala, cada 3 meses. Adicionalmente, se le ordena al Ministro de Hacienda, no efectuar recortes en el presupuesto de la Dirección General de Adaptación Social hasta tanto no se brinde una solución efectiva al problema de hacinamiento crítico que existe en el Ámbito C del Centro de Atención Institucional La Reforma. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara con lugar el recurso, por razones diferentes y ordena al Ministro de Hacienda, no efectuar recortes en el presupuesto de la Dirección General de Adaptación Social, hasta que se solucionen los graves problemas del sistema penitenciario, que implican violación a los derechos humanos de los privados de libertad en todo el sistema penitenciario. CL
12715-12.  HACINAMIENTO. SOBREPOBLACIÓN EN CENTRO PENAL LA REFORMA - ÁMBITO D.  El recurrente manifiesta que, los amparados son personas privadas de libertad en el centro recurrido y se encuentran recluidos en el ámbito de convivencia D, en donde existe un problema de hacinamiento, lo que pone en riesgo la salud de cada persona que se encuentra ubicado en ese sector. Añaden no reciben un trato digno por parte de la autoridad recurrida. Señala que dicha situación fue puesta en conocimiento –por escrito- a la autoridad recurrida, pero sin resultado alguno. Indica el recurrente Casanova López que desde hace algunos meses presentó ante el Departamento de Trabajo Social de ese centro penal una solicitud de permiso para poder ver a su nieta, pero hasta el momento no ha recibido respuesta a su gestión. Reclama que a efecto de que no pueda probar la presentación de las gestiones, se niegan a darle el recibido.  Se  declara parcialmente con lugar el recurso, solo en lo que respecta a la existencia de hacinamiento crítico.   Se   ordena al Director General de  Adaptación  Social, a la Directora del Centro de Atención  Institución La Reforma, al Ministro de   Justicia y Paz, y al Ministro  a.i.   de Hacienda,  que  dentro  de un  plazo  de  SIETE  MESES,  contado  a  partir  de  la  notificación  de  este pronunciamiento,  adopten  las  medidas  necesarias,  dentro  del  ámbito  de sus   competencias,   para   eliminar   el   hacinamiento   crítico   que   aqueja   a los  privados    de  libertad  que  se  encuentran  en  el  Ámbito  D  del  Centro de  Atención  Institucional  La  Reforma,  sobre  lo  que  deberán  informar  a esta   Sala,   cada 3   meses.   Finalmente,   se   ordena   al Ministro  a.i.  de  Hacienda,  no  efectuar  recortes  en  el  presupuesto  de  la Dirección   General   de   Adaptación   Social   hasta   tanto   no   se   brinde   una solución  efectiva  al  problema  de  hacinamiento  crítico  que  existe  en  el Ámbito  D  del  Centro  de  Atención  Institucional  La  Reforma.  En   lo   demás   se   declara   sin   lugar   el recurso. El  Magistrado  Armijo  Sancho  salva  el  voto  y declara   con   lugar   el   recurso,   en   lo   que   respecta   al   hacinamiento crítico,  por  razones  diferentes  y  ordena  a  José  Luis  Araya  Alpízar,  en su  calidad  de  Ministro  a.i.  de  Hacienda,  o  a  quien  en  su  lugar  ejerza ese   cargo,     no   efectuar   recortes   en   el   presupuesto   de   la   Dirección General   de   Adaptación   Social,   hasta   que   se   solucionen   los   graves problemas   del   sistema   penitenciario,   que   implican   violaciones   a   los derechos   humanos   de   los   privados   de   libertad   en   todo   el   sistema penitenciario.  El  Magistrado  Rueda  pone  nota.  CL Parcial
SERVICIOS PUBLICOS
13132-12. AUDIENCIA. MODELO TARIFARIO PARA LAS PLANTAS QUE GENERAN ENERGÍA EÓLICA. El recurrente indica que mediante la resolución No.855-RCR-2012 de las 11:45 hrs. de 11 de mayo de 2012, se fijó de oficio el modelo tarifario de referencia para las plantas de generación eólicas nuevas. Alega que las audiencias realizadas por la ARESEP para la determinación del modelo tarifario que, posteriormente, aplicó el Comité para la Regulación para la fijación tarifaria, son angustiosas y limitan el derecho de participación de las empresas interesadas en la generación de energía eólica. Al respecto, este Tribunal ha establecido que la valoración de  la  complejidad  técnica  de  los  argumentos  expuestos  en las  audiencias constituye una disconformidad de mera legalidad que deberá ser planteada ante las propias  instancias  administrativas. Se cita la sentencia 2009-005241. Se declara sin lugar el recurso. SL

13143-12. CUOTAS OBRERO PATRONALES. ACUSA QUE SE LE MANTIENE LA CONDICIÓN DE MOROSO PESE A QUE CANCELÓ LO QUE ADEUDABA. Alega el  recurrente que, a pesar de que, desde el 8 de febrero de 2007 canceló todas las cuotas que debía a la Caja Costarricense de Seguro Social como asegurado voluntario, desde 2008 figura como moroso, por lo que mes a mes ha debido ir a la Caja a solicitar constancia de que se encuentra al día. En  el  presente  caso,  la  sucursal  de  la  Caja Costarricense  de  Seguro  Social  en Chomes  ha  vulnerado  los  derechos fundamentales del amparado y, específicamente su derecho a la autodeterminación informativa, en la medida en que ha figurado como moroso en una base de datos cuando no lo está. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Administrador de la Sucursal de la Caja Costarricense de Seguro Social de Chomes, o a quien ejerza su cargo, que dentro del término dispuesto  por el Director del Sistema Centralizado de Recaudación de la Caja Costarricense de Seguro Social, resuelva la situación del recurrente y lo excluya de la lista de morosos, en el tanto se encuentre al día en sus pagos, si aún no lo ha hecho. CL
12846-12. AGUA. SUMINISTRO RACIONAL DE AGUA POTABLE EN EL CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL LA REFORMA. Alega el recurrente que en el Centro de Atención Institucional La Reforma, el agua no es potable y  durante varios días escasea en su totalidad. Se cita la sentencia 2004-12263. Al respecto, el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, informó que en dicho centro penal se abastecen  de un acueducto interno, que consiste en un pozo propio. Indicó que el Laboratorio  Nacional  de  Aguas  ha realizado varios análisis en torno a la potabilidad del agua, de los que se ha logrado concluirnos o lo que el agua no potable, sino, además, que su consumo genera un alto riesgo para la salud de los usuarios. Además, se brinda de manera separada los Ámbitos de Convivencia A y B, por lapsos de 20 minutos entre cada uno. Se concluye que efectivamente las suspensiones  del servicio de agua potable son desproporcionadas y afectan, por ende, la salud de los privados de libertad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, o a quien en su lugar ejerza el cargo, realizar las acciones que se encuentren dentro del ámbito de su competencia que dentro de un plazo de UN MES, contado a partir de la notificación de este pronunciamiento,  adopte las  medidas necesarias, dentro del ámbito de  sus competencias, para eliminar el problema de contaminación del agua en el plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, el problema de continuidad de su suministro, que aqueja a los privados de libertad que se encuentran en el Centro de Atención Institucional La Reforma. Para verificar el cumplimiento de dicha orden, se ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que coordine con el Laboratorio Nacional de Aguas, a efecto deque realicen las pruebas  de potabilidad  del agua del Centro Penal recurrido  y rindan el informe correspondiente a esta Sala, lo anterior cuando se cumpla un mes de notificada la presente sentencia. CL

12539-12. USO DE INTERNET. DEBER DE PRESENTAR LA PLANILLA DE ASEGURADOS POR MEDIO DE INTERNET AL INS. La recurrente reclama violación a sus derechos fundamentales, pues el Instituto Nacional de Seguros, la está obligando a presentar la planilla de asegurados por medio de Internet, pese a no tener computadora ni saber como se utiliza, ya que siempre lo ha presentado en papel. Al respecto, la 
Sala reitera que la actuación del Instituto Nacional de Seguros no es arbitraria o ilegítima. Nótese que  la accionante puede entregar la información de las planillas a través del sistema RT virtual, por medio del teléfono celular, o bien la habilitación de las computadoras  en las distintas sedes  ejecutivas del Instituto Nacional de Seguros para el uso de los patronos, con personal administrativo que ayudan a los usuarios.  Se declara sin lugar el recurso. SL
12550-12. AGUA. DENEGATORIA DE SERVICIO POR PARTE DE A Y A.  Los recurrentes alegan que se abastecían de agua  del pozo Tejona, pero debido a que fue cerrado por un derrame de combustible de la Estación de Servicio Lago Arenal, que se encuentra contiguo a dicho pozo, el propietario de esa Estación les suministraba el servicio de agua por medio de un camión cisterna; no obstante, les comunicó que ya no iba a poder brindarles dicho servicio por carecer de recursos económicos para hacerlo, razón por la cual se encuentran sin el servicio de agua potable. Al respecto, Aprecia este Tribunal que la entidad demandada sí ha actuado en lo referente a la contaminación del pozo Tejona, -extremo que no es objeto de este amparo-, pero se echa de menos la  ejecución  de medidas alternativas y de emergencia, para garantizar  el acceso    de   la comunidad al preciado líquido, mientras se garantiza el abastecimiento en forma definitiva. Atendiendo a  las circunstancias expuestas, estima esta Sala Constitucional que, sin lugar a dudas, le es exigible al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, haber dispuesto  medidas provisionales para garantizar el acceso de los recurrentes al agua potable, -como por ejemplo, la  utilización  de camiones cisterna-, hasta  tanto  se  puedan poner en práctica medidas de   mayor envergadura.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefa de la Oficina Cantonal de Tilarán del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quien ejerza el cargo, adoptar  las medidas necesarias para que a los recurrentes se les suministre, en forma inmediata, el servicio de agua potable, ya sea por camiones cisternas o cualquier otro medio que se estime razonable.  CL

12409-12. AUDIENCIA PÚBLICA. AJUSTE EXTRAORDINARIO SIN TOMAR EN CUENTA LA INFORMACIÓN DEL PRESTADOR DEL SERVICIO. Alega el recurrente que la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos solicitó de forma oficiosa un ajuste extraordinario que considera contrario a la Ley número 7593, toda vez que limita a la amparada a un tiempo muy reducido (cinco días) para presentar oposiciones, únicamente de forma escrita, lo cual estima violenta el derecho de expresión oral y pública y la Ley número 7600. Se cita la resolución Nº 2007-11266. Al respecto, este Tribunal descarta  una  afectación  del  principio  de  participación  ciudadana  en los términos acusados por el accionante. Alegó el recurrente   que la   ARESEP debió realizar una audiencia pública en un plazo mayor para   presentar las oposiciones y coadyuvancias, ya que otorgó 5 días. No obstante, ese argumento no es de recibo; toda vez que, debe quedar claro que los procedimientos cuestionados, se refieren a solicitudes de ajuste tarifario de carácter extraordinario, supuesto  que no está previsto en el artículo 36 de la Ley No. 7593, norma que regula los asuntos que deben ser sometidos a audiencia pública. SL 
















